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1.  CRÓNICA LEGISLATIVA LABORAL Y OTRAS MATERIAS CONEXAS

1.1.  MEDIDAS URGENTES: REFORMA DEL SUBSIDIO DE DESEMPLEO Y OTRAS 
REFORMAS

	— Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
la simplificación y mejora del nivel asistencial de la protección por desempleo, y para 
completar la transposición de la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la conciliación de la vida familiar y la vida 
profesional de los progenitores y los cuidadores, y por la que se deroga la Directiva 2010/18/
UE del Consejo (BOE 22-5-2024)

Los dos objetivos principales de esta norma son la reforma del nivel asistencial de la prestación 
por desempleo y la transposición de la Directiva (UE) 2019/1158, relativa a la conciliación de la vida 
familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores.

El real decreto-ley se estructura en tres artículos en los que se recogen las modificaciones del 
texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, relativas a la modificación del permiso de lactancia y la protección por desempleo, 
así como del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, cinco disposiciones 
adicionales, cinco disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y catorce disposiciones 
finales. 

I.  Modificación del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores

En el artículo primero, se modifica el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
en lo que respecta:

	— a la regulación del permiso de lactancia, prevista en el artículo 37.4; 

	— a la concurrencia respecto de los convenios colectivos autonómicos, que se regula en el 
artículo 84.3 y 4 

	— y, por otra parte, para introducir una nueva disposición adicional vigesimoctava que tiene 
por objeto, dada la especialidad del ámbito artístico, la previsión de especialidades en la 
condición de elector y elegible. 

a)  Modificación del permiso de lactancia

Mediante la modificación del art. 37.3 ET se trata de completar la transposición de la 
Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, relativa a la 
conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores, y por la que 
se deroga la Directiva 2010/18/UE del Consejo, que tiene por fundamento la igualdad entre mujeres 
y hombres, estableciendo medidas de conciliación que deben servir para contrarrestar la desventajosa 
situación de las mujeres en el mercado de trabajo, así como los efectos nocivos derivados de la 
perpetuación de los roles de cuidado. 
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En esta norma se procede a abordar una modificación del permiso de lactancia con la finalidad 
de mejorar los términos del ejercicio del derecho y a la vez se refuerza y complementa el ya reconocido 
permiso parental. 

En la actualidad el derecho a ausentarse queda condicionado a las previsiones de la negociación 
colectiva o al acuerdo a que llegue con la empresa. La modificación del artículo 37.4 ET elimina estas 
restricciones, convirtiendo todas las posibilidades de disfrute, incluida la acumulación de las horas 
retribuidas de ausencia, en un derecho de todas las personas trabajadoras. 

Con ello, se avanza en la mejora y se incrementa el nivel de reconocimiento y protección de 
los permisos de conciliación, cumpliéndose por tanto la exigencia de un permiso parental retribuido, 
tal y como aparece en el artículo 8.3 en relación con el artículo 20.2 de la Directiva (UE) 2019/1158 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019. 

b)  Modificación del artículo 84 ET

Se lleva a cabo una modificación del artículo 84 ET respecto a la regulación de la negociación 
colectiva en el ámbito de las Comunidades Autónomas, asegurando la prioridad aplicativa de los 
acuerdos o convenios de comunidad autónoma más favorables para las personas trabajadoras (se 
modifica el apartado 3, se introduce un nuevo apartado 4 y se renumera el anterior apartado 4 como 
apartado 5 del artículo 84). 

La modificación del art. 84 ET por el RD-ley 7/2011, de 10 de junio, de medidas urgentes para 
la reforma de la negociación colectiva, si bien limitó al ámbito negocial autonómico la posibilidad de 
afectar a convenios colectivos estatales, introdujo importantes condicionantes, al dejar esta posibilidad 
al arbitrio de los propios acuerdos interprofesionales o convenio de ámbito estatal. 

Con la modificación que se introduce en este RDL se procede a matizar la regulación actual de 
modo que, manteniéndose los requisitos de que los acuerdos y convenios autonómicos sean suscritos 
por los sujetos legalmente legitimados y la eventual limitación de regular algunas materias, estos 
acuerdos y convenios suscritos en el ámbito autonómico tendrán prioridad aplicativa sobre cualquier 
otro convenio sectorial o acuerdo de ámbito estatal, siempre que dichos convenios y acuerdos obtengan 
el respaldo de las mayorías exigidas para constituir la comisión negociadora en la correspondiente 
unidad de negociación.

No obstante, dicha prioridad aplicativa queda condicionada ahora exclusivamente a que 
la regulación de los convenios o acuerdos autonómicos resulte más favorable para las personas 
trabajadoras que la fijada en los convenios o acuerdos estatales.

Se aclara en el nuevo diseño que la prioridad aplicativa de los convenios provinciales solo 
se produce cuando así se establezca mediante acuerdos de ámbito autonómico previsto en el artículo 
83.2 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores y siempre que su regulación sea 
más favorable y no se refiera a materias expresamente limitadas por la ley.

c)  Reglas especiales para elecciones a órganos de representación en el ámbito de las personas 
artistas.

Se introduce una nueva disposición adicional vigesimoctava ET estableciendo reglas 
especiales en relación con las elecciones a órganos de representación en el ámbito de las personas 
artistas que desarrollan su actividad en las artes escénicas, audiovisuales y musicales, así como de las 
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personas que realizan actividades técnicas o auxiliares necesarias para el desarrollo de dicha actividad 
(incluidas en el ámbito de aplicación del RD 1435/1985, de 1 de agosto). En virtud de esta nueva 
disposición adicional vigesimoctava ET, y como excepción a lo dispuesto en el artículo 69.2 ET, 
dichas personas serán electoras cuando sean mayores de dieciséis años y elegibles cuando tengan 
dieciocho años cumplidos y siempre que, en ambos casos, cuenten con una antigüedad en la empresa 
de, al menos, veinte días.

Esta modificación normativa permite incrementar los niveles de participación en las elecciones 
a representantes de las personas trabajadoras y, además, trata de dar cumplimiento a la Decisión de 
Ejecución del Consejo relativa a la aprobación de la evaluación del plan de recuperación y resiliencia 
de España, de 16 de junio de 2021, que, en relación con la reforma consistente en el desarrollo del 
Estatuto del Artista y fomento de la inversión, el mecenazgo cultural y participación, insta a que el 
futuro estatuto regule, entre otros aspectos, aunque de forma literal, la representatividad sindical, 
señalando que la implementación de la medida habría de estar terminada a más tardar el 31 de 
diciembre de 2022.

II.  Reforma del nivel asistencial de la protección por desempleo

El artículo segundo se ocupa de la modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, referida a la reforma del nivel asistencial de la protección por desempleo. 

Se enmarca dentro del Componente 23 «Nuevas políticas públicas para un mercado de trabajo 
dinámico, resiliente e inclusivo» del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en el 
que se incluye la Reforma 10, «Simplificación y mejora del nivel asistencial de desempleo», que 
tiene como propósito simplificar el funcionamiento del sistema y adecuar sus objetivos para dar más 
claridad, seguridad jurídica y facilitar la gestión, en especial respecto de los colectivos con mayor 
grado de vulnerabilidad y peores condiciones de empleabilidad. Teniendo en cuenta los objetivos 
descritos del citado plan, la presente norma pone en marcha las medidas necesarias para llevar a cabo 
la transformación que el mismo señala. 

Esta reforma ha sido objeto de debate en el marco del diálogo social con las organizaciones 
empresariales y sindicales más representativas y ha culminado con la suscripción de un acuerdo con 
los sindicatos más representativos del país. 

La modificación del nivel asistencial está directamente ligada con los objetivos previstos en la 
Reforma 10, que se concretan en: 

	— la simplificación de la regulación para permitir una mayor flexibilidad en el acceso y una 
minoración de las cargas administrativas de manera que se facilite al ciudadano y a las 
empresas el conocimiento del mismo y la tramitación de las prestaciones, y se permita 
que el Servicio Público de Empleo Estatal implemente una mayor automatización de los 
subsidios de forma similar al de las prestaciones contributivas; 

	— la vinculación de esta protección con el acuerdo de actividad de forma que se incorpore 
a los beneficiarios, que ya son personas en situación de desempleo de larga duración, de 
forma prioritaria en programas y acciones que posibiliten su reinserción; 

	— el acceso garantizado a los servicios de la Cartera Común de Servicios del Sistema 
Nacional de Empleo a las personas beneficiarias del nivel asistencial de la protección por 
desempleo; 
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	— la constitución de esta prestación complementaria como mecanismo de transición hacia 
la protección social, cuando la persona beneficiaria no se reincorpore al mercado laboral 
y se encuentre en situación de vulnerabilidad; 

	— la prevención de los riesgos de conflicto competencial con las comunidades autónomas, 
ya que, al regularse dentro del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
se trataría de una prestación de Seguridad Social vinculada a la existencia de unas 
cotizaciones previas:

	— la consolidación de un modelo que siga la línea del modelo de protección de los países de 
nuestro entorno, y con la posición en la materia del Consejo de Europa. 

Esta reforma se lleva a cabo con la modificación de los artículos 274, 275, 276, 277, 278, 279, 
280, 282, 286 y 287 en el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, introduciendo las 
disposiciones necesarias para la adecuación del mismo a los objetivos señalados: 

1)	 Se aborda la revisión de las características básicas de la protección por desempleo en su 
nivel asistencial, de tal forma que amplía su nivel de cobertura eliminando lagunas de 
desprotección, simplifica y mejora los requisitos de acceso y mantenimiento a la misma y 
se garantiza a los beneficiarios de los subsidios el acceso a los itinerarios personalizados de 
empleo con el fin de mejorar su empleabilidad y fomentar de su inserción laboral. 

2)	 Facilita a los ciudadanos el conocimiento de los procedimientos para atender las 
obligaciones contraídas en materia de desempleo. 

3)	 Con carácter general, el colectivo destinatario del nuevo régimen será el de las personas 
desempleadas cuya situación guarda una relación directa con la pérdida inmediatamente 
anterior de un empleo, o el agotamiento de la prestación contributiva. 

4)	 Las situaciones protegidas que no guardan relación directa con la pérdida de un empleo 
anterior, así como las medidas de protección de las personas que agoten los derechos 
previstos en el titulo III LGSS deben ser reconducidas hacia otros mecanismos de 
protección social, con el fin de simplificar el sistema de protección por desempleo. 

	— Como excepción, se mantiene el supuesto de acceso al subsidio de los españoles 
emigrantes retornados sin derecho a prestación contributiva, colectivo históricamente 
incluido en este ámbito de protección y no acogido expresamente en el ingreso 
mínimo vital. 

	— Además, puesto que se deroga el Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, 
por el que se regula el programa de renta activa de inserción para desempleados 
con especiales necesidades económicas y dificultad para encontrar empleo, a fin 
de mantener la protección que a través del mismo se dispensaba a las víctimas 
de violencia de género o sexual, se crea el subsidio por desempleo dirigido a este 
colectivo. 

	— En ambos casos, se trata de garantizar que los colectivos afectados, protegidos en 
la actualidad en el ámbito de la protección por desempleo, no vean mermada su 
protección, en razón de su exclusión o distinto nivel de cobertura en otras fórmulas 
de protección social. 
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5)	 Se amplía la cobertura del nivel asistencial en algunos tramos de edad anteriormente 
excluidos, al permitir el acceso, por un lado, a los menores de cuarenta y cinco años sin 
responsabilidades familiares siempre que hayan agotado una prestación contributiva de 
360 días, y por otro, a quienes acrediten periodos cotizados inferiores a seis meses, aunque 
carezcan de responsabilidades familiares. 

6)	 Se reconoce el derecho a acceder al subsidio asistencial a las personas trabajadoras 
eventuales agrarias, anteriormente excluidas. 

7)	 Se simplifican y mejoran los requisitos de acceso y mantenimiento: 

	— se suprime el plazo de espera de un mes desde la fecha del agotamiento de la 
prestación contributiva, 

	— se modifica la forma actual de considerar las responsabilidades familiares en los 
subsidios con cargas familiares, de manera que no se excluirá al solicitante por percibir 
rentas propias por encima del 75 por ciento del salario mínimo interprofesional, 
estableciendo la norma que existirán responsabilidades familiares cuando el total de 
rentas de la unidad familiar entre el número de personas que la forman, incluido el 
solicitante, no supere el 75 por ciento del salario mínimo interprofesional. 

	— se simplifica la duración de los subsidios de agotamiento de la prestación contributiva 
igualando la duración, con independencia de la edad, para el subsidio de agotamiento 
de la prestación contributiva con responsabilidades familiares; 

	— se mantiene la duración del subsidio por cotizaciones insuficientes, proporcional al 
número de meses cotizados. 

8)	 Se modifica la cuantía de los subsidios por agotamiento y de cotizaciones insuficientes, 
introduciendo una fórmula de cuantía decreciente, en tres tramos, y se elimina la deducción 
proporcional en función de las horas trabajadas a tiempo parcial y, por último, se incorpora 
a la regulación de la cuantía del subsidio por cotizaciones insuficientes para la prestación 
contributiva una previsión análoga a la establecida respecto a esta última para los supuestos 
de acceso desde una situación de reducción de jornada por nacimiento de hijo, guarda 
legal, víctimas de violencia de género, y demás regulados. 

9)	 Se mejora la dinámica del derecho de los subsidios por agotamiento de la prestación 
contributiva, por cotizaciones insuficientes y para emigrantes retornados y víctimas de 
violencia de género o sexual, reconociéndolos por periodos trimestrales y exigiendo que 
los requisitos de carencia de rentas o de responsabilidades familiares se cumplan en el mes 
natural anterior a la fecha de la solicitud inicial del subsidio y de cada una de sus prórrogas, 
sin que proceda la revisión del derecho para verificar si se mantiene durante los tres meses 
reconocidos. 

10)	 El requisito de rentas o responsabilidades familiares se configura como requisito de acceso 
al derecho inicial y a cada una de las prórrogas o reanudaciones del subsidio, que se 
acreditará mediante «declaración responsable» de las rentas percibidas en el mes anterior. 
La veracidad de estos datos se constatará a posteriori mediante las correspondientes 
declaraciones tributarias. Si en la solicitud inicial o de alguna de las prórrogas del subsidio, 
el interesado hiciera ocultación de alguna renta, y ésta afectara a su derecho, una vez 
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detectada, se declararán indebidamente percibidos los tres meses reconocidos tras dicha 
solicitud. 

11)	 Se mantiene el subsidio de mayores de cincuenta y dos años cuya cuantía fija, no se 
modifica. Ello sin embargo queda compensado por la mayor duración de este subsidio y 
por las cotizaciones por la contingencia de jubilación, de las cuales carece el resto de los 
subsidios. 

12)	 Se cambia la fórmula de compatibilidad de los subsidios previstos en el título III LGSS 
con el trabajo por cuenta ajena, a tiempo completo o a tiempo parcial, estableciendo la 
compatibilidad durante un máximo de ciento ochenta días, en una o varias relaciones 
laborales, con el objetivo de no penalizar la reincorporación al trabajo.

	— En estos supuestos de compatibilidad del subsidio con el trabajo por cuenta ajena, éste 
se percibirá como un complemento de apoyo al empleo, sin que cambie su naturaleza 
jurídica, siendo realmente una nueva forma de compatibilidad del subsidio con el 
trabajo. 

	— El cambio terminológico se hace necesario para distinguir esta nueva regulación de 
la compatibilidad de la anterior compatibilidad de las prestaciones y subsidios por 
desempleo con el trabajo a tiempo parcial, así como durante el periodo transitorio 
hasta la extinción de los subsidios reconocidos con anterioridad a la entrada en vigor 
de esta reforma. 

	— Esta medida se contempla también respecto de las prestaciones contributivas por 
desempleo, siempre que se hayan devengado nueve meses y que el derecho reconocido 
fuera igual o superior a doce meses, lo que será aplicable a las prestaciones reconocidas 
a partir de 1 de abril de 2025. 

	— También se regula los efectos sobre la cotización en los supuestos de compatibilidad 
de las prestaciones por desempleo con el trabajo a tiempo completo. 

	— Además, se establece la compatibilidad del subsidio con las percepciones económicas 
obtenidas por asistencia a acciones de formación profesional o en el trabajo o para 
realizar prácticas académicas externas que formen parte del plan de estudios. 

13)	 Con el objetivo de reafirmar la vinculación de las prestaciones por desempleo con el 
seguimiento de medidas de inserción laboral, se introduce una nueva causa de suspensión 
de la prestación por desempleo y del subsidio, por interrupción del acuerdo de actividad. 

14)	 Respecto de las medidas de reinserción laboral y mejora de la empleabilidad, el objetivo 
es articular una efectiva vinculación de los beneficiarios de los subsidios con las políticas 
activas de empleo, para la mejora de su empleabilidad y el fomento de la inserción 
laboral, mediante la suscripción del acuerdo de actividad a que se refiere el artículo 
3 de la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo, con seguimiento de los servicios de 
empleo competentes, como requisito de acceso y durante todo el periodo de percepción 
del subsidio, que incluirá el cumplimiento de la búsqueda de empleo por parte de los 
beneficiarios. 
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	— La efectividad y eficacia respecto de las medidas de mejora de empleabilidad y 
reinserción laboral se evaluarán por parte del Servicio Público de Empleo Estatal, 
como se recoge en la disposición adicional quincuagésima quinta del texto refundido 
de la Ley General de la Seguridad Social. 

15)	 Se aborda la unificación de la protección por desempleo de las personas trabajadoras 
eventuales agrarias, reconociendo su derecho al subsidio por desempleo y eliminando 
las restricciones anteriores sobre duración de la prestación contributiva y sobre cómputo 
recíproco de los periodos de ocupación cotizada como eventual agrario para el acceso al 
subsidio por desempleo por cotizaciones insuficientes. Para ello, se modifican los artículos 
286 y 287 LGSS.

16)	 Se incluyen otros aspectos que actualizan la regulación de la protección por desempleo en 
general, tanto en el nivel contributivo como en el asistencial, mediante la modificación de 
los artículos 269, 271, 272, 283, 284, 295 y 299 LGSS. 

	— Se abordan cuestiones como la ampliación del plazo de salida ocasional al extranjero, 
pasando a ser de treinta días en lugar de los quince días establecidos en la actualidad; la 
extinción de los derechos que estuvieran suspendidos durante seis años; la aplicación 
del artículo 283 LGSS durante los periodos de inactividad de los trabajadores fijos 
discontinuos; así como la actualización del léxico del artículo 284, respecto de las 
situaciones protegidas de nacimiento y cuidado de hijos. 

	— Se incorpora un tercer apartado al artículo 295 LGSS, con el fin de facilitar a los 
ciudadanos y a las empresas el cumplimiento de las obligaciones de reintegro de 
las prestaciones indebidamente percibidas, atendiendo a la más reciente doctrina 
jurisprudencial. 

	— Se establece la competencia de la entidad gestora sobre los fraccionamientos de las 
prestaciones indebidamente percibidas por parte de las personas beneficiarias, así 
como la posibilidad de acceder a su compensación parcial con las nuevas prestaciones 
que pudieran reconocerse a la persona deudora. 

	— Se considera especialmente importante establecer una regulación propia de ambos 
procedimientos en este real decreto-ley que, si bien es de alcance general, favorecerá 
en mayor medida a las personas beneficiarias del subsidio por desempleo, de cuantía 
más reducida, acomodando el cumplimiento de su obligación de reintegro a un 
procedimiento de descuentos parciales sobre el subsidio reconocido. 

	— En este sentido, se considera urgente actualizar y completar la regulación de los 
distintos procedimientos en la materia que se inició por el Real Decreto-ley 1/2023, 
de 10 de enero, o, de medidas urgentes en materia de incentivos a la contratación 
laboral y mejora de la protección social de las personas artistas, en cuanto al de 
reintegro de prestaciones indebidas. 

	— Los procedimientos de fraccionamiento y compensación parcial, que se venían 
aplicando con carácter residual en la gestión del Servicio Público de Empleo Estatal, 
se han incrementado paralelamente a la gestión y revisión de los expedientes de 
reintegro de prestaciones indebidas derivadas de ERTE COVID-19 lo cual hace 
necesaria su inclusión en el texto refundido de la Ley General de Seguridad Social. 
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17)	 Las disposiciones adicionales que se incorporan al texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social, por un lado, refuerzan la garantía de acceso al itinerario o plan 
personalizado que facilite el acceso al empleo y la mejora de la empleabilidad de las 
personas beneficiarias del subsidio y prevén una evaluación ex post, específica sobre los 
resultados alcanzados, que deben servir para tomar decisiones y adecuar la regulación 
normativa, y por otro lado, inician la ejecución de una de las medidas recogidas en los 
Planes Integrales de Desarrollo Socioeconómico de las ciudades de Ceuta y Melilla. 

	— Así mismo, rematan la reforma del nivel asistencial, la regulación del acceso al 
subsidio, en dos nuevas disposiciones adicionales, de los colectivos siguientes: de 
una parte, los emigrantes españoles que obtienen protección inmediata tras su retorno 
a España, y, de otra parte, las víctimas de violencia de género o sexual. 

	— Por último, completan la regulación del régimen de compatibilidad aplicable a las 
prestaciones por desempleo y los efectos de la compatibilidad del trabajo a tiempo 
completo en cuanto a la cotización que corresponde abonar a la entidad gestora. 

III.  Trabajo flexible en las Administraciones Públicas

El artículo tercero introduce una modificación puntual en el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, para incluir de manera expresa las fórmulas flexibles de 
empleo como ejercicio efectivo del derecho a la conciliación respecto de los cuidadores. 

	— A tal fin, se modifica el artículo 47 EBEP, a efectos de que se acomode totalmente a las 
previsiones del artículo 9 de la Directiva (UE) 2019/1158 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre fórmulas de trabajo flexible. 

	— Las fórmulas de trabajo flexible, junto con el resto de las medidas en materia de jornada, 
derivan de la potestad autoorganizativa de las Administraciones Públicas y se encuentran 
previstas en los instrumentos de regulación de la jornada de cada Administración. Con 
esta modificación se viene a dotar a estas medidas de conciliación de base jurídica legal, 
para garantizar la uniformidad en la aplicación de estos instrumentos, así como prever su 
aplicación con carácter básico a los cuidadores que, en los términos de la directiva, serán 
aquellos empleados públicos que dispensen cuidados a una persona que conviva en el 
mismo domicilio y necesite o cuidados por un motivo médico grave. 

	— Así, el nuevo art. 47 EBEP establece que las Administraciones Públicas adoptarán 
medidas de flexibilización horaria para garantizar la conciliación de la vida familiar y 
laboral de los empleados públicos que tengan a su cargo a hijos e hijas menores de doce 
años, así como de los empleados públicos que tengan necesidades de cuidado respecto 
de los hijos e hijas mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por 
consanguinidad hasta el segundo grado, así como de otras personas que convivan en el 
mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o enfermedad no puedan valerse 
por sí mismos.

IV.  Empleo de las personas trabajadoras desempleadas de larga duración o de más edad y 
garantía de servicios para personas beneficiarias mayores de cuarenta y cinco años

La disposición adicional primera establece un conjunto de medidas dirigidas a los trabajadores 
mayores:
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	— En el plazo de seis meses, el Gobierno elaborará en el marco del diálogo social una 
Estrategia global para el empleo de personas trabajadoras en desempleo de larga duración 
o de más edad que incluirá medidas en materia de empleo, formación, condiciones de 
trabajo y Seguridad Social, con el objetivo de favorecer su reincorporación al mercado de 
trabajo o su mantenimiento en el mismo. 

	— Dentro de los fondos presupuestarios que se distribuyan anualmente a las Comunidades 
Autónomas en la Conferencia de Empleo y Asuntos Laborales, se reservará una cantidad 
para ser invertida en políticas activas de empleo en favor de personas mayores de 
cincuenta y dos años. 

	— A las personas beneficiarias del subsidio por desempleo, mayores de cuarenta y cinco 
años, se les garantizará que, a lo largo de los seis meses siguientes a la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, se les elabore un perfil individualizado, que les permita acceder 
a oportunidades de empleo, emprendimiento o formación.

V.  Modificaciones en el ingreso mínimo vital

Destaca la disposición final cuarta que lleva a cabo las modificaciones necesarias en la Ley 
19/2021, de 20 de diciembre, por la que se establece el ingreso mínimo vital, con el objeto de que la 
regulación del subsidio por desempleo y la del ingreso mínimo vital guarden la necesaria coherencia:

En concreto, se introduce un nuevo apartado 5.º en la letra f) del apartado 1, del artículo 20, 
con el objeto de excluir de las rentas computables el subsidio no contributivo por desempleo, cuando 
a la fecha de solicitud de la prestación se hubiera extinguido. 

También se modifica el concepto de pareja de hecho para homogeneizar dicho concepto en la 
regulación de ambas prestaciones.

Habida cuenta que se eliminan las particularidades de acceso al subsidio por desempleo 
hasta el momento previstas para el colectivo de personas liberadas de prisión, se introducen las 
modificaciones necesarias en el régimen jurídico de la prestación de ingreso mínimo vital que atienden 
a las particularidades de este colectivo. 

Se añade una nueva disposición adicional duodécima, para regular un procedimiento que, a 
través de la colaboración entre la entidad gestora del subsidio por desempleo y la del ingreso mínimo 
vital, permita tramitar la prestación de ingreso mínimo vital eliminando cargas administrativas a 
aquellas personas que agoten el periodo máximo de percepción de los subsidios por desempleo sin 
haberse reinsertado a una relación laboral –y, en su caso, a su unidad de convivencia– en aquellos 
supuestos en los que previo el consentimiento de las personas interesadas, a través de los datos 
que proporcione la entidad gestora del subsidio por desempleo, la cumplimentación del modelo de 
declaración responsable establecido al efecto, y la comprobación de requisitos por la entidad gestora 
del ingreso mínimo vital sin requerir la aportación de datos o documentos a las personas interesadas, 
ésta pueda dictar resolución sobre el derecho a la prestación. Todo ello, sin perjuicio del derecho que 
asiste al resto de las personas interesadas, a solicitar la prestación a través de la solicitud prevista en el 
artículo 27 de la Ley 19/2021, de 20 de diciembre. Para esta medida se establece una entrada en vigor 
de seis meses, desde su publicación en el BOE. 
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VI.  Otras reformas

En las disposiciones adicionales, transitorias y finales se incluyen una serie de medidas diversas 
y modificaciones de aquellos textos normativos respecto de los cuales es necesario adaptar algunas 
de sus disposiciones para guardar la debida coherencia y complementariedad con las modificaciones 
legislativas realizadas. También se establecen normas relativas al régimen aplicable con carácter 
transitorio necesario en determinados supuestos.

Dentro de este conjunto de medidas se puede destacar:

	— La reducción del número mínimo de jornadas reales cotizadas para acceder al subsidio 
por desempleo o a la renta agraria a favor de trabajadores eventuales agrarios residentes 
en el territorio de las Comunidades Autónomas de Andalucía y Extremadura (disposición 
adicional quinta).

	— La modifica del procedimiento de comunicación previsto en la Ley 27/2011, de 1 de 
agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social, 
sobre las aportaciones económicas a realizar por las empresas con beneficios que realicen 
despidos colectivos que afecten a trabajadores de cincuenta o más años, que se llevará 
ante el Servicio Público de Empleo Estatal, de forma electrónica a través de Certific@ 
(disposición final tercera). Paralelamente, se modifica el texto refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social para establecer la consecuencia de la falta de 
comunicación por parte de los obligados (disposición final primera).

	— Se incorporan dos nuevos artículos en el Real Decreto 625/1985, de 2 de abril, por el que se 
desarrolla la Ley 31/1984, de 2 de agosto, de Protección por Desempleo, que, desarrollan 
la nueva previsión del artículo 295 LGSS (reintegro de pagos indebidos). Su objetivo 
es facilitar a las personas trabajadoras más vulnerables, muchos de ellas perceptoras de 
prestaciones por desempleo de nivel asistencial, la devolución a la entidad gestora de las 
cantidades adeudadas como consecuencia de la percepción indebida de prestaciones por 
desempleo, a través del fraccionamiento de su pago, así como de la compensación parcial 
de dichas cantidades con los nuevos derechos reconocidos. Así, a través de la disposición 
final séptima, se añaden al RD 625/1885 el art. 33 bis Fraccionamiento del pago de las 
deudas derivadas de la percepción indebida de prestaciones por desempleo, y el artículo 
34 bis Compensaciones parciales de las prestaciones por desempleo.

	— Medidas de control de la capitalización de prestaciones por desempleo: La disposición 
final octava modifica el Real Decreto 1044/1985, de 19 de junio, por el que se regula el 
abono de la prestación por desempleo en su modalidad de pago único por el valor actual 
de su importe, como medida de fomento del empleo, contemplando medidas para reforzar 
el control en el supuesto de capitalización de prestaciones por desempleo. 

	— Modificaciones en la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos en el 
Régimen Especial Agrario de la Seguridad Social de Andalucía y Extremadura: La 
disposición final novena modifica el Real Decreto 426/2003, de 11 de abril, por el que se 
regula la renta agraria para los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial 
Agrario de la Seguridad Social de Andalucía y Extremadura: supone la simplificación y 
mejora en el ámbito territorial específico de protección por desempleo, y, en línea con 
el objetivo de esta reforma, unifica las condiciones de acceso con las contenidas en el 
Real Decreto 5/1997, de 10 de enero, por el que se regula el subsidio por desempleo 
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en favor de los trabajadores eventuales incluidos en el Régimen Especial Agrario de la 
Seguridad Social, respecto de las personas que acrediten trabajos realizados en el marco 
del Programa de Fomento del Empleo Agrario. 

VII.  Derogaciones (disposición derogatoria única):

	— Derogación del subsidio extraordinario por desempleo y del programa de renta activa de 
inserción para desempleados con especiales necesidades económicas y dificultad para 
encontrar empleo (queda derogada la disposición adicional vigésima séptima LGSS)-

	— Derogación del Real Decreto 1369/2006, de 24 de noviembre, por el que se regula el 
programa de renta activa de inserción para desempleados con especiales necesidades 
económicas y dificultad para encontrar empleo.

1.2.  COTIZACIÓN Y RECAUDACIÓN

	— Real Decreto 322/2024, de 26 de marzo, por el que se modifican el Reglamento General 
de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de 
junio, y el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre (BOE 27-
3-2024)

Mediante las modificaciones que lleva a cabo este Real Decreto se adoptan una serie de 
medidas de mejora en la gestión recaudatoria y de liquidación de la Seguridad Social:

I.  Reintegro de las prestaciones indebidamente percibidas

Se modifica el artículo 80 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, que regula el procedimiento para el reintegro 
de las prestaciones indebidamente percibidas.

El apartado 4 del artículo 80 posibilita que el sujeto obligado pueda solicitar el establecimiento 
de diversos plazos reglamentarios para el reintegro de las cantidades adeudadas, si bien, su concesión 
se vincula a la discrecional apreciación por el órgano competente para resolver de que la situación 
económica y demás circunstancias concurrentes impidan efectuar su reintegro en el plazo indicado 
en la reclamación.

La experiencia adquirida en la práctica de gestión con relación a este procedimiento de 
reclamación de prestaciones indebidamente percibidas aconseja eliminar este factor de discrecionalidad 
en la resolución sobre las solicitudes de fraccionamiento del pago de las cantidades adeudadas, 
posibilitando su concesión en cualquier caso en que sea solicitado por el interesado.

De otra parte, se considera necesario atenuar los supuestos que dan lugar a entender revocada 
la autorización para el pago fraccionado, disponiendo que cabrá entender revocada dicha autorización 
únicamente cuando se produzca la falta de ingreso del importe correspondiente a tres de los plazos de 
fraccionamiento concedidos, en lugar de cuando concurra la falta de pago de uno solo de los plazos, 
conforme establece la regulación vigente.
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II.  Información sobre las cuentas corrientes objeto de embargo y Segunda subasta de los bienes 
embargados

Asimismo, son objeto de modificación los artículos 90 y 120 del Reglamento General de 
Recaudación de la Seguridad Social, al objeto de adecuar dichos preceptos a las recomendaciones 
formuladas por el Tribunal de Cuentas relativas a, respectivamente, la conveniencia de completar la 
información sobre las cuentas corrientes objeto de embargo y permitir la celebración de una segunda 
subasta de los bienes embargados a un tipo inferior al de la primera.

III.  Sistema de domiciliación en cuenta abierta

Se modifica, también, la disposición adicional octava del mismo Reglamento General de 
Recaudación de la Seguridad Social, a fin de ampliar los supuestos en que el pago de las cuotas ha de 
realizarse mediante el sistema de domiciliación en cuenta abierta en una entidad financiera autorizada 
para actuar como oficina recaudadora de la Seguridad Social, incorporando a los trabajadores 
incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios, durante los periodos 
de inactividad, así como a los sujetos responsables del pago de la cuota correspondiente al convenio 
especial con la Seguridad Social, con determinadas excepciones, estableciéndose un amplio plazo 
para la comunicación de la cuenta bancaria para los sujetos a los que resulte de aplicación la nueva 
obligación que ya se encontrasen en situación de alta en la Seguridad Social.

Los sujetos afectados por esta reforma disponen hasta el último día del sexto mes natural 
inmediatamente posterior al de la entrada en vigor de la norma (que se inicia el 1 de julio de 2024, en 
este caso) para comunicar a la Tesorería General de la Seguridad Social la cuenta bancaria en la que 
han de domiciliarse los correspondientes pagos.

IV.  Aplicación de la cotización adicional de solidaridad: Reforma del Reglamento General 
sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad Social

Se modifica, asimismo, el Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
Derechos de la Seguridad Social (RD 2064/1995, de 22 de diciembre), al objeto de incorporar la 
regulación necesaria para hacer posible la aplicación de la cotización adicional de solidaridad a que 
se refiere el artículo 19 bis LGSS, incorporado a dicho texto por el Real Decreto-ley 2/2023, de 16 
de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de 
la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de 
pensiones.

Se incorpora una nueva subsección 6.ª en la sección 10.ª del capítulo II del Reglamento 
General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre («Subsección 6.ª  Cotización adicional de solidaridad. 
Artículo 72 bis. Normas para la aplicación de la cotización adicional de solidaridad).

	— En esta nueva norma se establece que la cotización adicional de solidaridad con relación 
a las retribuciones a que se refiere el artículo 19 bis LGSS se aplicará a la diferencia 
resultante entre el importe de la base máxima de cotización por contingencias comunes 
aplicable a los trabajadores por cuenta ajena y el importe de la base de cotización superior 
a aquella que, conforme a lo dispuesto en el artículo 147 LGSS les hubiera correspondido 
de no existir esa base máxima, si se hubiesen aplicado las reglas de cotización a la 
retribución percibida durante el período de liquidación correspondiente al mes en que se 
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hayan devengado las mencionadas retribuciones, con arreglo a los tramos y porcentajes 
fijados legalmente.

	— La distribución del tipo de cotización por solidaridad entre empresario y trabajador 
mantendrá la misma proporción que la distribución del tipo de cotización por contingencias 
comunes.

	— Lo dispuesto en este apartado se aplicará, asimismo, en los términos indicados, en 
aquellos supuestos en los que la cotización a la Seguridad Social se realice mediante 
bases o cuotas de cotización fijas.

	— El plazo reglamentario de ingreso de la cotización adicional de solidaridad finalizará el 
último día del mes siguiente a aquél en que deban abonarse las retribuciones a las que se 
refiere el artículo 19 bis LGSS.

	— En aplicación de lo dispuesto en el artículo 29.2 LGSS, las empresas deberán comunicar 
por medios electrónicos a la TGSS los datos identificativos de los trabajadores afectados 
por esta cotización adicional, así como el periodo en que deban abonarse las retribuciones, 
el importe de las retribuciones que determinen una base de cotización que supere la base 
máxima de cotización aplicable y el importe de las bases de cotización comprendidas 
entre la base máxima y la determinada por las retribuciones computables a estos efectos.

	— Corresponde a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en el ejercicio de sus 
competencias, la vigilancia del cumplimiento de estas obligaciones. Sin perjuicio de 
ello, la TGSS ejercerá sobre esta cotización adicional de solidaridad las facultades de 
comprobación a las que se refiere el artículo 36.1 LGSS, con base en los datos disponibles 
en cada momento y que permitan recalcular las correspondientes liquidaciones de cuotas.

V.  Ampliación del plazo de presentación de documentos para autónomos societarios.

Se establece un nuevo plazo, que vence el 30 de junio de 2024, a fin de que los trabajadores 
que, en la fecha de entrada en vigor de este real decreto, figuren en alta en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o en el Régimen Especial de 
la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, como trabajadores por cuenta propia incluidos en el 
grupo primero de cotización, y que, por las peculiaridades de su inclusión en ambos, deban aportar 
cualquiera de los datos relacionados en los párrafos 1.º a 8.º del artículo 30.2.b) del Reglamento 
General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores 
en la Seguridad Social, y que no los hubiesen comunicado con anterioridad al 1 de noviembre de 
2023, procedan a la comunicación de los referidos datos a la Tesorería General de la Seguridad Social.

	— Orden de cotización. Orden PJC/281/2024, de 27 de marzo, por la que se modifica 
la Orden PJC/51/2024, de 29 de enero, por la que se desarrollan las normas legales de 
cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, Fondo de 
Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2024 (BOE 28-03-2024). 

[Corrección de erratas en BOE 03-04-2024] 

La situación de prórroga presupuestaria automática desde el 1 de enero de 2024 (derivada 
de la aplicación del art. 134.4 CE y del artículo 38 de Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria) determina que sigue siendo de aplicación el artículo 122 de la LPGE para el año 
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2023, que estableció las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por 
cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2023, y que se 
prorrogan durante el año 2024.

En este contexto se articuló la Orden PJC/51/2024, de 29 de enero, por la que se desarrollan 
las normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, protección por cese de actividad, 
Fondo de Garantía Salarial y formación profesional para el ejercicio 2024.

Pero una vez aprobado el Real Decreto 145/2024, de 6 de febrero, por el que se fija el salario 
mínimo interprofesional para 2024, con efectos desde el 1 de enero de 2024, esta orden actualiza el 
tope mínimo de la base de cotización a la Seguridad Social en cada uno de sus regímenes conforme al 
salario mínimo interprofesional aprobado para este año 2024. 

	— De esta manera, esta orden modifica parcialmente la Orden PJC/51/2024, de 29 de enero, 
en aquellos preceptos que contienen importes vinculados directamente al salario mínimo 
interprofesional, así como los importes de la base mínima superiores, de forma que se 
incrementen en la misma proporción de dicha subida.

	— Por otro lado, se subsanan unos errores advertidos en la redacción del artículo 31 de la 
Orden PJC/51/2024, de 29 de enero, en cuanto a la referencia a las bases de cotización 
por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales y en las bases de cotización por 
conceptos de recaudación conjunta, previsión recogida en el apartado once.1 del artículo 
122 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, así como en la subdivisión en apartados de 
dichos conceptos. 

	— Se corrige, en el apartado 2 del artículo 45 de la orden, una referencia incorrecta al Real 
Decreto 1493/2011, de 24 de octubre, por el que se regulan los términos y las condiciones 
de inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de las personas que participen 
en programas de formación, en desarrollo de lo previsto en la disposición adicional tercera 
de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 
sistema de la Seguridad Social.

	— Por último, se incorpora un nuevo apartado 6 al artículo 45 de la orden, con el fin de regular 
los efectos relacionados con la cotización derivados del apartado 11 de la disposición 
adicional quincuagésima segunda LGSS, ya que resulta imprescindible regular la 
cotización en los casos de concurrencia en un mismo mes de periodos simultáneos o 
sucesivos de realización de prácticas formativas reguladas en esta disposición adicional 
con las situaciones de alta o asimilada al alta con obligación de cotizar.

	— Recaudación. Resolución de 19 de abril de 2024, de la Tesorería General de la Seguridad 
Social, por la que se modifica la de 16 de julio de 2004, sobre determinación de funciones en 
materia de gestión recaudatoria de la Seguridad Social (BOE 27-4-2024).

El apartado 4 del artículo 80 del Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social 
(RD 1415/2004, de 11 de junio), en el que se regula la gestión recaudatoria del reintegro de las 
prestaciones de la Seguridad Social indebidamente percibidas, contempla la atribución competencial 
a los directores de administración de las direcciones provinciales de la Tesorería General de la 
Seguridad Social para resolver las solicitudes relativas al establecimiento de plazos reglamentarios 
para el reintegro de prestaciones indebidamente percibidas, distintos del contemplado con carácter 
general en la correspondiente reclamación de deuda, hasta un máximo de 60 meses.
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Pero dicha atribución ha sido modificada por el apartado uno del artículo primero del RD 
322/2024, de 26 de marzo, por el que se modifican el Reglamento General de Recaudación de la 
Seguridad Social, aprobado por el RD 1415/2004, de 11 de junio, y el Reglamento General sobre 
Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad Social, aprobado por el RD 2064/1995, 
de 22 de diciembre, tanto para eliminar la discrecionalidad en la resolución de las solicitudes para 
el establecimiento de diversos plazos reglamentarios para el reintegro, que han pasado a constituir 
solicitudes para el fraccionamiento de su pago, cuya concesión se posibilita en cualquier caso en que 
sea solicitado, como para atenuar los supuestos en que puede entenderse revocada la autorización del 
pago fraccionado, que únicamente se producirá cuando no se ingrese el importe correspondiente a tres 
de los plazos de fraccionamiento concedidos, en lugar de por la falta de pago de uno solo de ellos.

La reforma efectuada en el apartado 4 del artículo 80 del Reglamento General de Recaudación 
de la Seguridad Social ha determinado, asimismo, que los plazos de fraccionamiento para el pago del 
reintegro de prestaciones indebidas, cuyo establecimiento corresponderá a los órganos de la Tesorería 
General de la Seguridad Social que determine esta Dirección General, tengan un importe mínimo 
de 100 euros mensuales y un límite de cinco años, plazo máximo que coincide con el anteriormente 
establecido.

Por todo ello, mediante esta Resolución se modifica la instrucción tercera de la Resolución de 
16 de julio de 2004, al objeto de acomodarla a la nueva regulación del artículo 80.4 del Reglamento 
General de Recaudación de la Seguridad Social.

1.3.  CONVENIO ESPECIAL DE SEGURIDAD SOCIAL: PERÍODOS DE PRÁCTICAS 
FORMATIVAS

	— Orden ISM/386/2024, de 29 de abril, por la que se regula la suscripción de convenio 
especial con la Seguridad Social a efectos del cómputo de la cotización por los períodos 
de prácticas formativas y de prácticas académicas externas reguladas en la disposición 
adicional quincuagésima segunda del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, realizadas con 
anterioridad a su fecha de entrada en vigor (BOE 1-5-2024).

En la nueva disposición adicional quincuagésima segunda LGSS (incorporada por el RD-ley 
2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la 
reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema 
público de pensiones) se regula la inclusión en el sistema de la Seguridad Social de los alumnos que 
realicen prácticas formativas y prácticas académicas externas incluidas en programas de formación.

En su apartado 8 (modificado por el Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio), dicha disposición 
adicional establece que las personas a las que se refiere que, con anterioridad a su fecha de entrada en 
vigor, se hubieran encontrado en la situación en ella indicada podrán suscribir un convenio especial, 
por una única vez, en el plazo, términos y condiciones que determine el Ministerio de Inclusión, 
Seguridad Social y Migraciones, que les posibilite el cómputo de la cotización por los periodos de 
formación o realización de prácticas no laborales y académicas que hubieran realizado antes de esa 
fecha de entrada en vigor, hasta un máximo de cinco años (antes de la modificación se establecía un 
máximo de dos años).

Con respecto a las prácticas formativas de carácter remunerado, debe tenerse en cuenta que 
su realización ya ha determinado la inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de 
los alumnos a los que se refiere la citada disposición adicional quincuagésima segunda desde el 1 
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de noviembre de 2011; por ello, en tales casos los periodos de formación a reconocer y computar 
mediante el convenio especial han de ser los que se hubieran realizado antes de esa fecha, sin perjuicio 
de que, si esas personas hubieran suscrito el convenio especial regulado en la disposición adicional 
primera del citado real decreto, el período máximo a reconocer y computar por el nuevo convenio 
estará constituido por la diferencia entre los cinco años previstos con carácter general y el período que 
ya fue reconocido y computado en virtud del anterior convenio especial.

Mediante esta orden se dictan las normas necesarias para dar cumplimiento a las previsiones 
legales contenidas en el apartado 8 de la disposición adicional quincuagésima segunda LGSS y en 
el apartado 2 de la disposición final undécima del Real Decreto-ley 8/2023, de 27 de diciembre. Así, 
se establecen las condiciones, el plazo y las normas de procedimiento para la suscripción de este 
convenio especial, a efectos de poder computar la cotización por los períodos de prácticas formativas 
y de prácticas académicas externas, en ella reguladas, que se hubieran realizado antes de su entrada 
en vigor.

El ámbito de aplicación de esta orden se extiende a las personas que, con anterioridad a las 
fechas indicadas en el apartado 2 de este artículo, hubieran realizado las prácticas formativas que se 
determinan en el apartado 1 de la disposición adicional quincuagésima segunda LGSS:

a)	 Como alumnos universitarios, tanto para la obtención de las titulaciones oficiales 
correspondientes como para la obtención de títulos propios de las universidades, ya sea un 
máster de formación permanente, un diploma de especialización o un diploma de experto.

b)	 Como alumnos de formación profesional, salvo cuando las prácticas se hubieran prestado 
en el régimen de formación profesional intensiva.

c)	 Como alumnos de enseñanzas artísticas superiores, enseñanzas artísticas profesionales y 
enseñanzas deportivas del sistema educativo.

	— En el caso de prácticas no remuneradas, su realización deberá haberse producido 
con anterioridad al 1 de enero de 2024, fecha de entrada en vigor de la disposición 
adicional quincuagésima segunda LGSS.

	— En el caso de prácticas remuneradas, su realización deberá haberse producido con 
anterioridad al 1 de noviembre de 2011, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 
1493/2011, de 24 de octubre, por el que se regulan los términos y las condiciones 
de inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de las personas que 
participen en programas de formación, en desarrollo de lo previsto en la disposición 
adicional tercera de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación 
y modernización del sistema de la Seguridad Social.

Las personas incluidas en el ámbito de aplicación de esta orden podrán solicitar a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la suscripción del convenio especial en ella regulado, por una única 
vez, a fin de posibilitar el cómputo de la cotización correspondiente a los períodos de prácticas 
realizados, hasta un máximo de 1.825 días.

En el supuesto de prácticas remuneradas realizadas con anterioridad al 1 de noviembre de 2011, 
si los solicitantes del convenio ya hubieran suscrito el convenio especial regulado en la disposición 
adicional primera del Real Decreto 1493/2011, de 24 de octubre, el período máximo de prácticas a 
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reconocer y computar por el nuevo convenio estará constituido por la diferencia entre 1.825 días y 
el número de días que ya fueron reconocidos y computados en virtud del anterior convenio especial.

No podrán suscribir el convenio especial los pensionistas de jubilación o de incapacidad 
permanente de la Seguridad Social, salvo en los supuestos relativos a la percepción de tales 
prestaciones en que el artículo 2.2 de la Orden TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la que se regula 
el convenio especial en el Sistema de la Seguridad Social, permite su suscripción.

En la disposición final primera de esta orden se modifica, asimismo, el artículo 4.2 y el párrafo 
b) del apartado 2.1 del artículo 6 de la Orden TAS/2865/2003, de 13 de octubre, por la que se regula el 
convenio especial en el Sistema de la Seguridad Social, relativos, respectivamente, a la formalización 
del convenio y a la base promedio que puede elegirse para cotizar al mismo, al objeto de agilizar la 
gestión en dicha materia.

1.4.  OTRAS NORMAS DE SEGURIDAD SOCIAL

	— Procedimientos administrativos. Gestión informatizada. Resolución de 5 de marzo de 
2024, del Instituto Nacional de la Seguridad Social, por la que se determinan las prestaciones 
del sistema de la Seguridad Social cuya resolución se podrá adoptar de forma automatizada, 
los criterios de reparto para la asignación a las direcciones provinciales de la ordenación 
e instrucción de determinados procedimientos, y la dirección provincial competente 
para reconocer las pensiones cuando sea de aplicación un instrumento internacional de 
Seguridad Social (BOE 12-03-2024)

Conforme a lo establecido en el art. 130 LGSS y la Resolución de 23 de febrero de 2016, del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, por la que se regula la tramitación electrónica automatizada 
de diversos procedimientos de gestión de determinadas prestaciones de la Seguridad

Social, la Dirección General del Instituto Nacional de la Seguridad Social dictó la Resolución 
de 14 de enero de 2022, por la que se determinan las prestaciones del sistema de la Seguridad Social 
cuya resolución se podrá adoptar de forma automatizada, los criterios de reparto para la asignación 
a las direcciones provinciales de la ordenación e instrucción de determinados procedimientos, 
y la dirección provincial competente para reconocer las pensiones cuando sea de aplicación un 
instrumento internacional de Seguridad Social, con una triple finalidad, primero, para que en 
determinados procedimientos cuya tramitación no se encontrase totalmente automatizada, como son 
los relativos a las prestaciones de jubilación en su modalidad contributiva, de muerte y supervivencia, 
y de nacimiento y cuidado de menor, se pudiera adoptar la resolución correspondiente de forma 
automatizada; segundo, para fijar los criterios que han de presidir el sistema de reparto de expedientes 
y su asignación a las direcciones provinciales; y tercero, para establecer las reglas especiales conforme 
a las cuales se determina la competencia para resolver los expedientes de pensiones en los que sea de 
aplicación un instrumento internacional de coordinación de Seguridad Social. 

Posteriormente se llevaron a cabo diversas modificaciones y se han desarrollado los 
instrumentos informáticos necesarios para poder aplicar, también, las previsiones relativas a 
la adopción de resoluciones de forma automatizada utilizando como sistema de firma el sello 
electrónico de la entidad, a los procedimientos correspondientes a las prestaciones de pago directo 
de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo, riesgo durante la lactancia natural, cuidado de 
menores afectados por cáncer u otra enfermedad grave, corresponsabilidad en el cuidado del lactante, 
prestaciones familiares de pago único y seguro escolar. 
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También es necesario actualizar la regla especial de atribución de competencias con la finalidad 
de aplicar el principio de especialización a todas las direcciones provinciales, ampliando a todas ellas 
la competencia para la gestión de pensiones al amparo de normativa internacional. 

Todo lo anterior implica la necesidad de modificar la Resolución de 27 de diciembre de 2022, 
en aras de garantizar el principio de seguridad jurídica, y con la finalidad de recoger e incorporar estas 
nuevas cuestiones, se procede a dictar una nueva resolución, de tal manera que se recojan en un único 
cuerpo normativo las disposiciones vigentes sobre esta materia, evitando la dispersión normativa.

	— Gestión informatizada. Orden HAC/296/2024, de 20 de marzo, por la que se regula el 
procedimiento telemático de obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas 
anuales de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social (BOE 08-04-2024).

La Orden EHA/567/2009, de 4 de marzo, por la que se regula el procedimiento telemático de 
obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas anuales de las entidades que integran el 
sistema de la Seguridad Social ha debido ser actualizada y modificada en varias ocasiones.

Por ello se considera necesario promulgar una nueva orden para homogeneizar el procedimiento 
dentro del marco de mejora en la utilización de los recursos públicos, autorizar que las especificaciones 
técnicas de los ficheros informáticos comprensivos de las cuentas anuales, de la generación y envío de 
los mismos, de las relativas al fichero con el contenido del informe de auditoría y del resto de ficheros 
que intervienen en el procedimiento contradictorio a que da lugar la realización de las auditorías sobre 
las cuentas anuales, así como las condiciones de firma electrónica que intervienen en el procedimiento 
de rendición de las cuentas anuales que se definan por la Intervención General de la Administración 
del Estado a propuesta de la Intervención General de la Seguridad Social, se publiquen en el portal de 
la Administración Presupuestaria. También se actualizan las referencias normativas que se contienen 
en la misma. 

Además, como novedad se incorpora un nuevo apartado en el artículo 3 para regular la puesta 
a disposición del Tribunal de Cuentas de las cuentas anuales formuladas por las Mutuas colaboradoras 
con la Seguridad Social y sus centros mancomunados.

	— Procedimientos administrativos. Gestión informatizada. Resolución de 23 de mayo 
de 2024, del Instituto Nacional de la Seguridad Social, por la que se modifica la de 5 de 
marzo de 2024, por la que se determinan las prestaciones del sistema de la Seguridad Social 
cuya resolución se podrá adoptar de forma automatizada, los criterios de reparto para la 
asignación a las direcciones provinciales de la ordenación e instrucción de determinados 
procedimientos, y la dirección provincial competente para reconocer las pensiones cuando 
sea de aplicación un instrumento internacional de Seguridad Social (BOE 29-05-2024)

Esta Resolución modifica la de 5 de marzo de 2024 como consecuencia de la entrada en vigor 
del Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la República de Moldavia, hecho en 
Madrid el 21 de julio de 2022, así como el Acuerdo Administrativo para la aplicación del Convenio de 
Seguridad Social entre el Reino de España y la República de Moldavia, hecho en Madrid, igualmente, 
el 21 de julio de 2022 (publicado en el BOE de 11 de mayo de 2024). 

Es necesario modificar el anexo de la mencionada Resolución de 5 de marzo de 2024, 
para determinar la dirección provincial a la que se le atribuyen las competencias y actuaciones en 
los procedimientos de reconocimiento del derecho a las pensiones de jubilación en su modalidad 
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contributiva, de muerte y supervivencia y de incapacidad permanente en las que sea de aplicación el 
Convenio de Seguridad Social entre el Reino de España y la República de Moldavia. 

1.5.  SANIDAD

	— Orden SND/496/2024, de 20 de mayo, por la que se crean diversas categorías de personal 
estatutario en el ámbito del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (BOE 27-05-2024).

Mediante esta Orden se aprueba la creación de nuevas categorías de personal estatutario en 
el ámbito del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria (INGESA), hasta ahora no existentes en las 
plantillas orgánicas de sus instituciones sanitarias, que permitan la incorporación de profesionales, 
capacitados adecuadamente y que cuenten con las titulaciones oportunas, para dar respuesta a las 
diferentes necesidades y desafíos, y poder dar cobertura a una mayor cartera de servicios. Además, se 
regulan sus requisitos generales de acceso, sus funciones, el régimen de jornada y retribuciones, así 
como su integración en las correspondientes plantillas orgánicas.

El contenido de esta orden ha sido negociado previamente con las organizaciones sindicales 
más representativas presentes en la Mesa Sectorial del INGESA.

En cuanto a su régimen jurídico, a las categorías de personal estatutario creadas por esta orden 
les resulta de aplicación el régimen previsto por la Ley 55/2003, de 16 de diciembre, del Estatuto 
Marco del personal estatutario de los servicios de salud, así como su normativa de desarrollo, pactos 
y acuerdos.

Las nuevas categorías de personal estatutario en el ámbito del INGESA recogidas en el 
anexo son las siguientes: Titulado/a Especialista en Ciencias de la Salud: Neurofisiología Clínica; 
Titulado/a Especialista en Ciencias de la Salud: Psiquiatría Infantil y de la Adolescencia; Enfermero/a 
Especialista; Podólogo/a; Óptico/a Optometrista; Dietista-Nutricionista; Logopeda; Terapeuta 
Ocupacional; Técnico/a Superior en Dietética y Nutrición; Técnico/a Superior en Documentación y 
Administración Sanitaria; Técnico/a Superior en Audiología Protésica; Técnico/a Medio Sanitario: 
farmacia; Técnico/a Titulado Superior Rama Sanitaria/Investigación/Otros; Titulado/a Superior en 
Informática; Ingeniero/a Superior; Técnico/a Titulado Superior Jurídico; Técnico/a Titulado Superior 
Económico; Titulado/a Medio en Informática; Técnico/a Especialista de Sistemas y Tecnologías 
de la Información; Técnico/a Superior de Oficios/Jefe/a de Taller/encargado/a; Técnico/a Superior; 
Técnico/a Auxiliar de Sistemas y Tecnologías de la Información.

1.6.  SERVICIOS SOCIALES Y DEPENDENCIA

	— Comunidad de Castilla y León. Servicios sociales. Ley 3/2024, de 12 de abril, reguladora 
del modelo de atención en los centros de carácter residencial y centros de día de servicios 
sociales para cuidados de larga duración en Castilla y León (BOE 2-5-2024).

Los centros que se regulan en la presente ley tienen su base en el modelo de atención integral 
y centrada en la persona (AICP), dirigido a superar el modelo existente de atención tradicional y 
de corte fundamentalmente sanitario, aprobado mediante el Decreto 14/2001, de 18 de enero, en el 
ámbito de la atención a personas mayores, y la Orden de 21 de junio de 1993, que regula los requisitos 
de los centros de atención a personas con discapacidad.

Con esta regulación se sigue el modelo promovido por la Unión Europea de 
desinstitucionalización de los cuidados de larga duración. El modelo que establece esta ley parte de 
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la necesidad expresa de reconocimiento de la dignidad de cada persona necesitada de atención, sin 
distinción alguna. 

Entre las medidas que se establecen en la ley destacan:

	— La exigencia de que los centros cuenten con servicios de calidad adecuados para los 
cuidados de las personas dependientes o con discapacidad, especialmente los que se 
refieran a apoyos generalizados de personas con grandes déficits y discapacidades.

	— La definición de centro residencial para cuidados de larga duración dirigido a preservar 
aquellos aspectos que integran el valor del domicilio particular que es el concepto de hogar, 
definido de una forma amplia, que permita que, por medio de las nuevas tecnologías, 
la robótica y nuevas formas de organización de los servicios, puedan existir nuevas 
tipologías de centros residenciales que se asemejen el máximo posible a la vivienda en 
la comunidad.

	— Dentro del propio entorno familiar que caracteriza a las unidades de convivencia en las 
que se articulan internamente los centros, introduce la ley intencionadamente el concepto 
de habitación como espacio privado de la persona usuaria, que solo será compartido si así 
lo desea para así fortalecer el enfoque hacia la vida independiente.

	— Se promueve en la ley que los centros tengan la condición de centros multiservicios, 
posibilitando de este modo con mayor facilidad la conexión con el barrio o el pueblo 
donde estén situados. 

El carácter de centro multiservicio permite que se constituya en una plataforma de 
servicios para las personas en sus propios domicilios próximos a estos centros, tanto 
dentro como fuera del edificio donde se enclave el centro residencial o el centro de día. 

	— Para fortalecer esta atención inclusiva en la comunidad se han configurado en la ley 
dos tipologías de centro de día: los centros de día con unidades de convivencia y el 
centro de día multiactividad. Se favorece que los centros aprovechen las infraestructuras 
de los barrios o pueblos para integrar en ellos las actividades que desarrollen para que 
formen parte de la oferta comunitaria y que sirva, además, para enriquecer la vida de la 
comunidad en general y de los pequeños núcleos de población en particular.

	— La gran transformación técnica que implica el modelo de atención integral y centrada 
en la persona es la sustitución del Plan de Intervención Individual, como resultado de la 
deliberación facultativa de los profesionales para determinar qué es lo mejor para cada 
persona usuaria, por el proyecto de vida de la propia persona usuaria. 

En este modelo de atención, los profesionales informan y proponen a la persona usuaria 
las intervenciones que la evidencia científica y su conocimiento profesional estiman 
como más convenientes para su atención, pero es, en todo caso, a la persona usuaria, y 
en los supuestos de autonomía limitada, con los apoyos que precise, a quien corresponde 
tomar las decisiones sobre su proyecto de vida.

	— En relación con el acceso de los usuarios a la atención sanitaria, se garantiza, por parte 
del sistema público de salud, la efectividad del acceso a la cartera de servicios de atención 
primaria y especializada de salud y, especialmente, al plan de atención al paciente 
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crónico y al plan de cuidados paliativos. Se considera crítico garantizar la coordinación 
y colaboración entre el sistema público de salud y el sistema de servicios sociales de 
responsabilidad pública, en línea con una concepción integral de la atención debida a los 
usuarios de ambos sistemas.

	— Para adecuar el personal de los centros a los nuevos contenidos de éste, esta ley, respecto 
de los profesionales que prestan servicio en estos centros, plantea claramente dos 
tipologías: profesionales de atención directa y profesionales técnicos. 

Dentro de los profesionales de atención directa, destaca la figura del profesional de 
referencia, que garantiza la ejecución del proyecto de vida de la persona usuaria y es el 
interlocutor cualificado y cercano a la persona que recibe los apoyos.

Con relación a los profesionales técnicos, se introducen nuevas funciones bajo la 
denominación de gestión de caso, que es fundamentalmente una tarea de coordinación 
entre los residentes, la familia, el profesional de referencia y el resto de profesionales 
y estructuras del centro. La gestión de caso se llevará a cabo por aquellos profesionales 
con titulación universitaria, que se circunscribirá a una serie de ámbitos profesionales y 
deberán contar, además, con formación complementaria en dependencia, discapacidad, 
geriatría, gerontología, u otras áreas relacionadas con el ámbito de atención a la 
dependencia.

	— La ley introduce como novedad la creación de un sistema de verificación de calidad de 
los servicios residenciales, mediante organismos que asumen también funciones relativas 
a la investigación, la innovación, la difusión de información, la formación y otras tareas 
relacionadas con la gestión del conocimiento en ese campo.

	— La ley promueve y regula una atención libre de restricciones basada en el reconocimiento 
del derecho de las personas usuarias a ser atendidas sin ningún tipo de restricción, basado 
en el respeto a los derechos fundamentales de las personas usuarias de los centros de 
carácter residencial y de los centros de día de servicios sociales para cuidados de larga 
duración. 

La norma regula el uso, siempre excepcional y temporal, de restricciones cuando hayan 
fracasado el resto de medidas alternativas y hubiera un riesgo para la persona usuaria o 
terceros, así como las pautas, requisitos y garantías en su aplicación. 

El contenido de la Ley se estructura del siguiente modo:

	— El título l recoge las disposiciones generales, se destina a establecer la regulación del 
objeto y ámbito de aplicación de la ley, así como los principios informadores de la norma 
y las definiciones de conceptos propios de esta materia, los profesionales que intervienen, 
la atención libre de restricciones, los derechos de los usuarios y los deberes, entre otras.

	— El título II se destina a la organización de los centros de servicios sociales para cuidados 
de larga duración coordinada, estructurado en siete capítulos referidos al emplazamiento 
y entorno de los centros de servicios sociales para cuidados de larga duración; a las 
características de los centros de servicios sociales para cuidados de larga duración; a 
las características de las residencias, de las unidades de convivencia, de los espacios 
comunes, de los servicios generales, de las viviendas, así como de los centros de día para 
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cuidados de larga duración; al funcionamiento de los centros de servicios sociales para 
cuidados de larga duración; a los órganos de dirección y asesoramiento en los centros de 
servicios sociales para cuidados de larga duración; a los profesionales en los centros y 
atención sanitaria; a la autorización e inscripción de los centros de servicios sociales para 
cuidados de larga duración; y al régimen sancionador.

	— La disposición adicional primera establece un régimen especial en lo relativo a la 
adaptación a las características arquitectónicas básicas de los centros, previsto con 
carácter general en el capítulo II del título II, para los centros residenciales y centros de 
día de servicios sociales para personas en situación de dependencia o de discapacidad 
autorizados con anterioridad a la entrada en vigor de la ley. Este régimen especial se 
aplicará con carácter excepcional a los centros autorizados antes de la entrada en vigor 
de la ley.

1.7.  PROTECCIÓN SOCIAL

	— Cataluña. Decreto-ley 1/2024, de 13 de febrero, de incremento del indicador de renta 
de suficiencia de Cataluña (IRSC) para mitigar situaciones de necesidad y privación 
económica de la ciudadanía de Cataluña (DOGC 14 de febrero de 2024 y BOE 28 de marzo 
de 2024)

La Ley 13/2006, de 27 de julio, de prestaciones sociales de carácter económico (DOGC 4 
de agosto de 2006 y BOE 23 de agosto de 2006), de Cataluña, señala que «La valoración de la 
situación de necesidad debe hacerse teniendo en cuenta el patrimonio, los ingresos económicos y 
las condiciones sociales del beneficiario o beneficiaria. La situación familiar o convivencial del 
beneficiario o beneficiaria solo se tiene en cuenta en el supuesto de que le comporte una carga 
económica» (artículo 15.1). Con tal fin, «Se establece el indicador de renta de suficiencia [IRSC], que 
debe ser fijado periódicamente por la Ley de presupuestos de la Generalidad» (artículo 15.2). 

Dado que no se ha aprobado aún la ley de presupuestos para el año 2024, mediante este 
Decreto-ley 1/2024 se ha fijado el IRSC «en 12 mensualidades de 755,82 euros, lo que equivale a 
9.069,83 euros anuales» (artículo único), lo que supone un 5,4 % respecto del año anterior. 

El nuevo IRSC «se mantendrá vigente hasta que se establezca el incremento definitivo de este 
indicador en los presupuestos de la Generalitat de Catalunya, de acuerdo con el artículo 15.2 de la Ley 
13/2006» (disposición transitoria).

Como señala la exposición de motivos, el IRSC y su evolución «impactan principalmente 
en varias prestaciones: renta garantizada de ciudadanía; prestaciones económicas creadas por la Ley 
13/2006, de 27 de julio, de prestaciones sociales de carácter económico (complementos de pensión 
no contributiva; complementos de pensiones estatales; mantenimiento de los gastos del hogar; 
mantenimiento de las necesidades básicas; prestaciones para jóvenes tutelados y extutelados y para 
el acogimiento de niños), y prestaciones de servicio de la Cartera de Servicios Sociales de Cataluña 
sujetos a copago, que dan cobertura a más de 250.000 personas beneficiarias». Este decreto-ley fue 
convalidado por la Resolución 947/XIV del Parlamento de Cataluña, publicada en el DOGC de 12 de 
marzo de 2024.
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	— Protección de colectivos vulnerables. Real Decreto-ley 1/2024, de 14 de mayo, por el que 
se prorrogan las medidas de suspensión de lanzamientos sobre la vivienda habitual para la 
protección de los colectivos vulnerables. BOE 15-5-2024

El artículo único modifica el primer párrafo del artículo 1.1 de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, 
al objeto de prolongar la vigencia de la suspensión de los lanzamientos hipotecarios sobre la vivienda 
habitual de determinados colectivos vulnerables por cuatro años más, hasta el 15 de mayo de 2028.

1.8.  IGUALDAD

	— Orden ISM/494/2024, de 13 de mayo, por la que se crea y regula el Consejo Asesor de 
Brecha de Género (BOE 25-05-2024).

Pese al progresivo avance que se ha producido en los últimos años en reducir las brechas de 
desigualdad, aún perviven brechas que deben ser atendidas en el impulso e implementación de las 
políticas públicas que son competencia del Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones. 

Destaca la brecha de género en pensiones, que en la actualidad se sitúa aún en un inaceptable 
31,8 %, y también se observan brechas en el disfrute de determinadas prestaciones que muestran que 
la desigualdad en España afecta mayoritariamente a las mujeres (el 84 % de las excedencias para el 
cuidado de hijos o familiares son solicitadas por mujeres, el 66 % de las personas beneficiarias del 
Ingreso Mínimo Vital también lo son y en el 95 % de los hogares monoparentales que solicitan el 
acceso al Ingreso Mínimo Vital, el adulto es una mujer).

En este contexto, desde el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones se crea el 
Consejo Asesor de Brecha de Género con el objetivo de poder ser asesorado en la toma de decisiones 
de las políticas públicas que le conciernen competencialmente y sobre las que se trabaja de forma 
coordinada con el Ministerio de Igualdad y con el resto de departamentos ministeriales.

Esta orden ministerial tiene por objeto la creación y regulación del Consejo Asesor de Brecha 
de Género como órgano colegiado que asesorará al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones en el diseño, seguimiento y evaluación de las políticas orientadas a reducir la brecha de 
género en sus diferentes ámbitos competenciales.

El Consejo Asesor de Brecha de Género se adscribe a la persona titular del Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y tiene carácter de comisión de trabajo de las contempladas 
en el artículo 22.3 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

El Consejo Asesor de Brecha de Género tendrá como funciones principales: el estudio, 
valoración y propuesta al Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones de cuantas 
medidas considere oportunas en el ámbito de las políticas de reducción de brecha de género que 
incidan en el ámbito de la inclusión, protección social y las migraciones; el asesoramiento sobre 
los temas que afectan a la brecha de género relacionados con la inclusión, protección social y las 
migraciones, especialmente en materia de pensiones, prestaciones, afiliaciones, vulnerabilidad social 
y flujos migratorios.
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	— País Vasco. Ley 4/2024, de 15 de febrero, de no discriminación por motivos de identidad 
de género y de reconocimiento de los derechos de las personas trans (BOPV 29 de febrero 
de 2024 y BOE 13 de marzo de 2024)

El objeto de esta Ley 4/2024 es garantizar el derecho de las personas trans e intersexuales a 
recibir de las administraciones públicas vascas una atención integral y adecuada a sus necesidades 
educativas, sanitarias, jurídicas y de otra índole, en igualdad de condiciones con el resto de la 
ciudadanía, así como proteger, en general, el ejercicio de su libertad en los diferentes ámbitos de la 
vida social y, en particular, en los distintos servicios públicos (artículo 1). 

También será objeto de la presente ley contribuir a la superación de los estereotipos que afectan 
negativamente a la percepción social e institucional de estas personas y establecer medidas concretas 
para conseguir una sociedad más justa, libre y basada en la igualdad de trato y de oportunidades de 
las personas trans e intersexuales, así como en la aceptación de la diversidad como un valor añadido 
(artículo 1). 

Se regulan los derechos laborales de las personas trans e intersexuales. Se establecen las bases 
para una política pública en materia trans; se desarrolla la atención por parte de Osakidetza-Servicio 
vasco de salud como de las prestaciones sanitarias a las que tienen derecho las personas trans; se hace 
referencia a las medidas en el ámbito familiar; y se regulan las medidas referentes al tratamiento de la 
realidad trans en el sistema educativo; en el ámbito de la cultura, el ocio y el deporte; y en el ámbito 
de la seguridad, la justicia y las emergencias. 

En el capítulo V se profundiza en las medidas contra la discriminación en el ámbito laboral, 
incluyendo la adopción de medidas de acción positiva y el fomento de la equidad y la no discriminación 
en el empleo, así como la inclusión de las realidades trans en el ámbito de la responsabilidad social 
empresarial. Se prevé, así mismo, el desarrollo reglamentario de un plan contra la discriminación en 
el ámbito laboral y el establecimiento de mecanismos contra el acoso laboral. 

La Ley 4/2024 deroga la Ley 14/2012, de 28 de junio, de no discriminación por motivos 
de identidad de género y de reconocimiento de los derechos de las personas transexuales, y la Ley 
9/2019, de 27 de junio, de modificación de la Ley 14/2012 (disposición derogatoria).

1.9.  PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

	— Acoso sexual. Real Decreto 247/2024, de 8 de marzo, por el que se aprueba el Protocolo 
de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo en el ámbito de la 
Administración General del Estado y de sus organismos públicos (BOE 20-03-2024)

La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres 
prohibe expresamente el acoso sexual y el acoso por razón de sexo y define estas conductas (artículos 7, 
8, 48 y 62). Establece específicamente en su artículo 62 y disposición final sexta, el compromiso de las 
Administraciones Públicas de negociar con la representación legal de las trabajadoras y trabajadores, 
un protocolo de actuación para la prevención del acoso sexual y del acoso por razón de sexo. 

Por otra parte, el artículo 95.2.b) de la Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por 
el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aplicable 
a las empleadas y empleados públicos que trabajen en la Administración General del Estado (AGE) 
tipifica como falta muy grave toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial 
o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual, lengua, opinión, lugar de 
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nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el 
acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación 
sexual y el acoso moral. 

Atendiendo a la obligación establecida en el artículo 62 de la citada Ley Orgánica 3/2007, de 
22 de marzo, para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, el Protocolo se negoció en la «Comisión 
Técnica para la igualdad de oportunidades y trato entre mujeres y hombres», dependiente de la Mesa 
General de Negociación de la Administración General del Estado, siendo aprobado por Acuerdo de 
28 de febrero de 2024 de dicha Mesa General.

Cumplido así el primer requisito establecido por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, en 
cuanto que dicho Protocolo ha sido negociado convenientemente según lo previsto en la estructura de 
negociación colectiva de la Administración General del Estado, la aplicación efectiva del mismo está 
supeditada a su tramitación por el procedimiento y mediante el instrumento jurídico que determina la 
disposición final sexta, que es el de real decreto. 

Este real decreto, por tanto, como resolución de carácter particular adoptada por el Consejo de 
Ministros, previa negociación en la Comisión Técnica para la igualdad de oportunidades y trato entre 
mujeres y hombres y posterior acuerdo por la Mesa de Negociación de la Administración General 
del Estado, es el instrumento a través del cual se procede a la aprobación formal del «Protocolo 
de actuación frente al acoso sexual y al acoso por razón de sexo en el ámbito de la Administración 
General del Estado y los organismos públicos vinculados a ella», en cumplimiento de lo previsto en 
la disposición final sexta de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo. 

Igualmente, de conformidad con la ya citada disposición final sexta, la aplicación del protocolo 
tendrá lugar en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto.

1.10.  EMPLEO

	— Profesiones reguladas. Real Decreto 435/2024, de 30 de abril, por el que se modifica el 
Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico 
español la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio 
de 2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de 
profesiones (BOE 01-05-2024)

En el marco de la libre prestación de servicios, el libre establecimiento y la movilidad de los 
profesionales, la Directiva (UE) 2018/958 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 
2018, relativa al test de proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones, tiene 
como objetivo establecer un marco común para efectuar las evaluaciones de proporcionalidad antes 
de introducir nuevas disposiciones legales, reglamentarias o administrativas que restrinjan el acceso a 
las profesiones reguladas o su ejercicio, o de modificar las existentes, de forma que todos los Estados 
miembros utilicen el mismo test al realizar la evaluación a que les obliga la normativa europea sobre 
reconocimiento de cualificaciones profesionales, todo ello con la finalidad de garantizar el buen 
funcionamiento del mercado interior a la vez que se garantiza la transparencia y un nivel elevado de 
protección de los consumidores y las consumidoras.

Dicha directiva fue transpuesta al ordenamiento jurídico español en virtud del Real Decreto 
472/2021, de 29 de junio, por el que se incorpora al ordenamiento jurídico español la Directiva 
(UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018, relativa al test de 
proporcionalidad antes de adoptar nuevas regulaciones de profesiones.
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La técnica del test de proporcionalidad que introduce esta directiva, y que recoge el referido 
real decreto, busca que las autoridades efectúen un ejercicio de reflexión sobre las regulaciones que 
se introducen en materia de profesiones, al fin y efecto de garantizar que estas sean justificadas y 
proporcionadas y no mero fruto de la inercia o de la aplicación de soluciones genéricas y por tanto 
desapegadas del caso concreto de la profesión regulada.

Para garantizar esto, es una exigencia tanto de la directiva como del real decreto aludidos 
que las autoridades competentes para la regulación velen por que la evaluación se realice de manera 
objetiva e independiente.

Se ha detectado que los códigos deontológicos de los colegios profesionales de ámbito 
nacional y de los consejos generales pueden aprobarse por parte de estas corporaciones sin ningún 
visado ajeno, a pesar de su potencialidad para imponer regulaciones sobre el ejercicio profesional. La 
Comisión Europea, en su dictamen motivado de 15 de febrero de 2023, consideró que los colegios 
profesionales actúan, en cierta medida, como autoridades reguladoras. Indicó que el artículo 4.5 del 
Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, no ofrecía garantía de que los colegios profesionales llevasen 
a cabo dicha evaluación de proporcionalidad de manera objetiva e independiente. 

Para responder a esta situación, se considera imprescindible mejorar la adecuación normativa 
a la Directiva (UE) 2018/958, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de junio de 2018 a través 
de la modificación del Real Decreto 472/2021, de 29 de junio.

Por esta razón, este real decreto modifica el Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, para 
incorporar la evaluación de proporcionalidad de los códigos deontológicos realizada por los colegios 
profesionales de ámbito estatal y los consejos generales. En consecuencia, se atribuye a la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia –en su calidad de organismo independiente– el deber de 
evacuar un informe preceptivo y no vinculante sobre las propuestas de códigos deontológicos y las 
evaluaciones de proporcionalidad remitidas por los colegios profesionales de ámbito nacional y de los 
consejos generales con carácter previo a su aprobación.

Si bien el informe que la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia realice no será 
vinculante para el colegio profesional o el consejo general remitente de la correspondiente propuesta 
de código deontológico y su evaluación de proporcionalidad, las corporaciones proponentes sí que 
deben motivar por qué no acogen las eventuales observaciones que se formularan en dicho informe 
de evaluación.

En concreto, la modificación del Real Decreto 472/2021, de 29 de junio, consiste 
fundamentalmente en la incorporación de una nueva redacción de la disposición adicional primera 
con el contenido descrito (con la consiguiente remuneración de las disposiciones adicionales). 

	— Sistema Nacional de Empleo. Real Decreto 438/2024, de 30 de abril, por el que se 
desarrollan la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo y los servicios 
garantizados establecidos en la Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo (BOE 01-05-2024)

La Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo, regula los servicios garantizados, directamente 
ligados a la mejora e innovación en el corazón de la política de empleo. En particular, el título IV de 
la Ley 3/2023, de 28 de febrero, define un Catálogo de servicios garantizados a personas demandantes 
de servicios de empleo (artículo 56), un Catálogo de servicios garantizados a personas, empresas y 
demás entidades empleadoras (artículo 57) y una Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional 
de Empleo y carteras propias (artículo 61) para reforzar el vínculo de los servicios públicos de empleo 
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con las personas, empresas y demás entidades empleadoras e impulsar la Cartera Común de Servicios 
del Sistema Nacional de Empleo.

Este real decreto regula la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo en la 
que se recogen los servicios garantizados establecidos en el título IV de la Ley de Empleo, tanto los 
dirigidos a las personas como a las empresas.

Esta Cartera Común de Servicios tiene como objetivo desarrollar el marco normativo común 
contenido en la Ley 3/2023, de 28 de febrero, para garantizar la igualdad de trato y de oportunidades 
y una oferta integral y permanente de servicios comunes para el empleo atendida por un cuerpo 
profesionalizado y estable del personal técnico. Si bien es posible que los servicios públicos de 
empleo, en su ámbito competencial, regulen carteras propias, pudiendo incorporar en sus carteras de 
servicios aquellos servicios complementarios y actividades no contempladas en la Cartera Común de 
Servicios del Sistema Nacional de Empleo.

En cuanto al contenido de la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo, 
estará integrada por los servicios de orientación para el empleo personalizada, integral e inclusiva, 
de intermediación, colocación y de asesoramiento a las empresas, de formación en el trabajo y 
de asesoramiento para el autoempleo, el emprendimiento viable y la dinamización del desarrollo 
económico local.

Para cada uno de dichos servicios se establece su objeto, así como las actividades que 
contempla, que deberán prestarse como mínimo para las personas usuarias de los servicios públicos de 
empleo, desempleadas u ocupadas, así como las empresas independientemente de su forma jurídica.

Este real decreto se estructura en seis capítulos, ocho disposiciones adicionales, una disposición 
transitoria, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales:

	— El capítulo I (artículos 1 a 5) contiene las «disposiciones generales» y establece 
los objetivos de la norma y su ámbito de aplicación, así como las definiciones de los 
conceptos desarrollados a lo largo de la norma, los principios que regirán la prestación de 
los servicios garantizados plasmados en la misma y las personas, empresas y entidades 
usuarias de la Cartera Común de Servicios.

	— El capítulo II (artículos 6 a 9) desarrolla el concepto de «demanda de empleo y servicios», 
incluida la previsión de la adquisición de la condición de persona demándate de servicios 
de empleo. Asimismo, incluye una lista cerrada de situaciones de la demanda, con una 
breve descripción de cada una de ellas, así como los trámites de la demanda.

	— El capítulo III (artículos 10 a 37), referente a los servicios garantizados y compromisos 
en el ámbito del Sistema Nacional de Empleo, regula: 1.º, la Cartera Común de Servicios 
del Sistema Nacional de Empleo, que incluye los servicios de orientación para el 
empleo personalizada, integral e inclusiva, los servicios de intermediación, colocación 
y asesoramiento a empresas, los servicios de formación en el trabajo y los servicios 
de asesoramiento para el emprendimiento viable; 2.º, las Carteras de Servicios de los 
servicios públicos de empleo, referidas a los servicios complementarios no contemplados 
en la Cartera Común y que podrán ser incorporados por los servicios públicos de empleo 
a sus propias carteras de servicios; 3.º, los compromisos de las personas demandantes 
de servicios de empleo, por un lado, y los compromisos a asumir por de las personas, 
empresas y demás entidades empleadoras, por otro.
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	— El capítulo IV (artículos 38 a 44) se refiere a la prestación de los servicios de la Cartera 
Común y a la prestación de los servicios garantizados por el artículo 56 de la Ley 3/2023, 
de 28 de febrero, que, en todo caso, garantizará un expediente laboral personalizado único, 
la existencia de un canal presencial o digital alternativo de recepción de los servicios y 
la búsqueda de la protección social precisa que permita el mantenimiento de un nivel de 
vida digno durante el proceso de búsqueda de ocupación.

	— El capítulo V (artículos 45 a 47) contempla el «Acuerdo de actividad» y desarrolla 
cómo se realizará su suscripción, así como toda la regulación referente al seguimiento 
y cumplimiento del mismo, con especial mención al suscrito por personas solicitantes o 
perceptoras de prestaciones o subsidios por desempleo.

	— Por último, el capítulo VI (artículos 48 y 49), regula la financiación, así como la evaluación 
y actualización de los servicios de la Cartera Común.

	— Las disposiciones adicionales contienen previsiones sobre el personal que presta los 
servicios garantizados; la Red de Centros Públicos de Orientación, Emprendimiento, 
Acompañamiento e Innovación para el Empleo; el aseguramiento de la calidad en la 
prestación de los servicios; el acceso de las personas con discapacidad; las cuentas de 
aprendizaje individuales; las microcredenciales para el aprendizaje permanente y la 
empleabilidad en el marco del Sistema de Formación en el Trabajo; a la adaptación de 
las referencias a la «Formación en el Trabajo» a la regulación que resulte de la Ley de la 
Formación en el trabajo; y a la inscripción de las personas extranjeras cuyas autorizaciones 
estén en tramitación.

	— La disposición transitoria única se refiere a la transformación del compromiso de 
actividad regulado en el regulados en el Real Decreto 7/2015, de 16 de enero, por el que 
se aprueba la Cartera Común de Servicios del Sistema Nacional de Empleo, en el acuerdo 
de actividad regulado en este real decreto.

	— Por su parte, la disposición derogatoria única refiere la normativa a la que este real decreto 
sustituye. Por último, en las disposiciones finales se hace una referencia a los títulos 
competenciales, a las facultades de desarrollo del real decreto, y a su entrada en vigor.

1.11.  FORMACIÓN PROFESIONAL

	— Cataluña. Resolución PRE/735/2024 del Departamento de la Presidencia, de 7 de marzo, 
por la que se regula el servicio de acreditación de competencias profesionales adquiridas a 
través de la experiencia laboral u otras vías no formales o informales, financiado por el Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia de la Unión Europea NextGenerationEU 
(DOGC 18 de marzo de 2024)

Esta Resolución regula «el servicio de acreditación de competencias profesionales, mediante 
el que se acreditan las competencias profesionales adquiridas por la experiencia laboral u otras 
vías no formales o informales», establecidas en su anexo, así como deja «sin efecto la Resolución 
PRE/350/2022, de 16 de febrero, por la que se establece y se inicia el servicio de acreditación de 
competencias profesionales, mediante el que se acreditan las competencias profesionales adquiridas 
por la experiencia laboral o la formación no reconocida oficialmente, en el marco del Plan de 
Recuperación, Transformación y Resiliencia financiado por la Unión Europea–NextGenerationEU». 
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Su anexo se dedica a «regular el procedimiento de acreditación de competencias profesionales 
adquiridas por la experiencia laboral u otras vías no formales o informales, que constituye un 
procedimiento administrativo abierto de forma permanente, de acuerdo con el Real Decreto 659/2023, 
de 18 de julio, por el que se desarrolla la ordenación del Sistema de Formación Profesional y la Ley 
Orgánica 3/2022, de 31 de marzo de ordenación e integración de la Formación Profesional». 

1.12.  ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

	— Personal directivo profesional. Orden TDF/379/2024, de 26 de abril, para la regulación 
de especialidades de los procedimientos de provisión de puestos del personal directivo 
público profesional y las herramientas para su gestión en el marco de lo dispuesto en el 
Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para 
la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de servicio 
público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo (BOE 30-4-2024)

La regulación del personal directivo público profesional en la Administración del Estado 
se considera un elemento esencial para la modernización administrativa, que permitirá avanzar 
en la reforma y transformación de la Administración. Así, se incluyó en el componente 11 sobre 
la modernización de las Administraciones públicas del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia (PRTR), aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de abril de 2021.

En este marco, el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de 
servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo, en su libro segundo, de 
medidas legislativas urgentes en materia de función pública, adoptó un modelo de personal directivo 
público orientado a garantizar que la gestión profesional y su desempeño estén sujetos a estándares 
de eficacia, eficiencia, responsabilidad y control de resultados basados en los objetivos asignados.

El artículo 125.2 del citado real decreto-ley establece que el departamento ministerial 
competente en materia de función pública dictará las normas necesarias para adaptar los procedimientos 
de provisión al nombramiento de personal directivo.

Con esta orden ministerial se establecen reglas concretas que, dentro del marco general de 
provisión de puestos, regulen el acceso a los puestos de personal directivo público, articulando 
herramientas de gestión de estos puestos y de atracción del talento para el servicio público.

	— Planificación de recursos humanos. Orden TDF/380/2024, de 26 de abril, sobre 
planificación estratégica de los recursos humanos de la Administración del Estado (BOE 
30-4-2024)

La necesidad de abordar una reforma de la Administración y del empleo público constituye 
un compromiso contemplado en el componente 11 del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia. El cumplimiento de este compromiso requiere una revitalización de los instrumentos 
de planificación, ordenación y gestión de los recursos humanos, la garantía de la efectividad de los 
principios de igualdad, mérito y capacidad en el acceso al empleo público, la transparencia y agilidad 
de los procesos selectivos, la regulación de la evaluación del rendimiento con arreglo a un marco 
basado en las competencias y el desarrollo de la figura del personal directivo público profesional.
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Todos estos elementos se han abordado en el Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, 
por el que se aprueban medidas urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia en materia de servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo. 

En este sistema de reformas en materia de función pública, la planificación estratégica 
de recursos humanos se constituye como el principal instrumento para alinear los objetivos de la 
administración y sus políticas públicas, con las necesidades de personal, tanto desde el punto de vista 
cuantitativo como cualitativo.

El objeto de esta orden es dictar normas y directrices para la elaboración de planes e 
instrumentos de planificación estratégica de recursos humanos, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 107 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre, por el que se aprueban medidas 
urgentes para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia en materia de 
servicio público de justicia, función pública, régimen local y mecenazgo. Asimismo, esta orden tiene 
por objeto delimitar las actuaciones de la Secretaría de Estado de Función Pública en relación con la 
planificación estratégica de los recursos humanos.

La planificación estratégica de los recursos humanos se llevará a cabo a través de los siguientes 
tipos de planes: a) Planes de ámbito general de función pública. b) Planes específicos. c) Planes de 
reestructuración de sectores concretos.

Estos planes serán objeto de negociación colectiva previa en los ámbitos correspondientes de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 107.5 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre.

La Disposición Transitoria única establece que los planes específicos y el plan general que se 
desarrollen en 2024 tendrán carácter de proyectos piloto, e informarán la oferta de empleo público del 
año 2025. Los planes del año 2025 servirán para la implantación plena del modelo y oferta de empleo 
público del año 2026.

2.  CRÓNICA DE DOCTRINA JUDICIAL. JURISPRUDENCIA SELECCIONADA

Gestión de la Seguridad Social

	— STC (Pleno) núm. 19/2024, de 31 de enero. Ponente: Cándido Conde-Pumpido Tourón

Ingreso mínimo vital y gestión y pago en el País Vasco y Navarra: la atribución de competencias 
de gestión y pago del ingreso mínimo vital a las Comunidades Autónomas del País Vasco y Navarra 
no desborda la distribución de competencias en materia de régimen económico de la seguridad 
social en función de los términos de la atribución legal y de las singularidades financieras de ambas 
comunidades forales.

La atribución de competencias de gestión y pago del ingreso mínimo vital a las Comunidades 
Autónomas del País Vasco y Navarra, llevada a cabo por la disposición adicional 5ª de la Ley 19/2021, 
en la nueva redacción dada por la disposición final 30ª de la Ley 22/2021, no desborda la distribución 
constitucional de competencias en materia de régimen económico de la seguridad social (art. 149.1.17 
CE) en función de los términos de la atribución legal y de las singularidades financieras de ambas 
comunidades forales.

El Tribunal Constitucional aplica su abundante jurisprudencia previa, entre otras las SSTC 
124/1989, 195/1996, 133/2019 y 158/2021, conforme a las cuales «las comunidades autónomas que 
asuman en sus estatutos la competencia de «gestión del régimen económico de la Seguridad Social”, 
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como es el caso del País Vasco y la Comunidad Foral de Navarra, podrán realizar, previo convenio con 
el Estado, aquellos actos de gestión de las prestaciones de la Seguridad Social que no comprometan 
la caja única ni el modelo unitario de Seguridad Social» (F. J. 3 in fine).

Establece el Tribunal Constitucional que, al igual que sucede con las pensiones asistenciales 
de seguridad social, las pensiones de invalidez y jubilación, cuya gestión está en manos de las 
comunidades autónomas, aunque con convenios administrativos que otorgan al Estado, entre otras 
facultades, el establecimiento de los correspondientes criterios de gestión e interpretación unitaria 
de la normativa estatal reguladora de dichas pensiones, la gestión del ingreso mínimo vital por parte 
de las Comunidades del País Vasco y Navarra, y en el futuro de todas las demás que quieran asumir 
dicha competencia (art. 81 RDL 8/2023), en lugar de por el INSS, no compromete ni la caja única de 
la seguridad social, que corresponde a la TGSS, ni el régimen unitario del sistema de seguridad social.

Igual pronunciamiento se lleva a cabo respecto al pago del ingreso mínimo vital por parte de las 
Comunidades del País Vasco y Navarra, sin perjuicio del posterior descuento del pago en las cantidades 
aportadas por estas comunidades al Estado como compensación por las competencias estatales 
desplegadas en dichos territorios, en virtud del singular régimen financiero de dichas comunidades. 
Dicho pago, en los términos establecidos, no cuestiona la caja única de la seguridad social, como ya 
ocurre con las pensiones asistenciales de invalidez y jubilación en esas dos comunidades autónomas. 

Cotización

	— SAN-SOC núm. 45/2024, de 12 de abril. Ponente: Ilma. Sra. Dña. Ana Sancho Aranzasti.

Cotización adicional por aplicación paulatina del Mecanismo de Equidad Intergeneracional. 
Conflicto colectivo. 

La Audiencia Nacional estima la demanda interpuesta por FICA-UGT y CSIF, a la que se 
adhiere CC.OO, condenando a las empresas demandadas a asumir el coste de cotización adicional, 
en el porcentaje atribuido a las empresas, previsto en la DT 43ª del Real Decreto ley 2/2023, de 
16 de marzo, correspondiente a la aplicación paulatina del denominado “Mecanismo de Equidad 
Intergeneracional” (MEI), regulado en el art. 127 bis de la LGSS. La creación de dicho mecanismo 
por la Ley 21/2021, de 28 de diciembre, no altera el pacto alcanzado en el ERE que se produjo en 
el año 2009, persiguiendo una finalidad de sostenimiento del sistema. La atribución del concreto 
porcentaje de responsabilidad de empresas y trabajadores, supone la imposibilidad de trasladar a los 
beneficiados por el convenio especial, el coste que imperativamente se fija para la empresa, siendo 
aplicable el principio de jerarquía normativa, que se ha de respetar.

Gran Invalidez

	— STS, 4ª (Pleno) núm. 544/2024, de 11 de abril 2024, rec. 197/2023. Ponente: Ángel 
Antonio Blasco Pellicer.

Gran Invalidez. Incompatibilidad de la pensión con trabajo a tiempo completo en una 
determinada actividad laboral. Rectificación de doctrina. La compatibilidad prevista legalmente para 
la Incapacidad Absoluta o la Gran Invalidez se refiere a trabajos esporádicos o marginales que no 
den lugar a su inclusión en la Seguridad Social. Estas prestaciones tratan de sustituir la sobrevenida 
carencia de rentas del trabajo debida a la pérdida de ingresos derivada de la imposibilidad de trabajar, 
que se produce como consecuencia de la situación incapacitante sufrida por el trabajador, por lo que, 
si no existe esa pérdida de rentas, la prestación no nace porque no concurre situación de necesidad 
específica que precise de protección y del esfuerzo social del resto de ciudadanos.



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 39

246

El Supremo rectifica y declara que la compatibilidad para la IPA o la Gran Invalidez se refiere 
a trabajos esporádicos o marginales

El Tribunal Supremo desestima el recurso de casación para la unificación de doctrina 
interpuesto contra la sentencia del TSJ Andalucía, confirmando la incompatibilidad de la pensión 
por Gran Invalidez con el trabajo a tiempo completo en una determinada actividad laboral. Confirma 
que el reconocimiento de una gran invalidez a un trabajador de la ONCE no es compatible con el 
hecho de que continúe vendiendo cupones de dicha organización precisamente porque la pensión es 
incompatible con las rentas derivadas del trabajo, porque la función de aquella es sustituir la falta de 
estas.

El Supremo modifica su doctrina y declara que es incompatible la pensión por Gran Invalidez 
con el trabajo a tiempo completo en una determinada actividad laboral - en el caso con un trabajo 
en la ONCE-, al entender que el concepto de ”actividades compatibles” no puede referirse a tareas 
o funciones que no sean las correspondientes a alguna profesión u oficio, sino a labores de índole 
accesorio, marginal, ocasional o limitado que, siendo o no lucrativas, no den lugar a su inclusión en 
el sistema de Seguridad Social.

Explica la sentencia que la finalidad genérica de todas las prestaciones que componen en cada 
momento el sistema de Seguridad Social es subvenir situaciones de necesidad de los ciudadanos o, 
más concretamente, de los afiliados al sistema, y que en la medida en que se trata de un sistema con 
recurso siempre limitados ante las múltiples necesidades a las que atender, y que las prestaciones 
de Incapacidad Permanente tratan de sustituir la sobrevenida carencia de rentas del trabajo debida a 
la pérdida de ingresos derivada de la imposibilidad de trabajar, que se produce como consecuencia 
de la situación incapacitante sufrida por el trabajador, si no existe esa pérdida de rentas del trabajo 
porque la situación incapacitante no implica la imposibilidad de obtener las mismas, la prestación no 
nace porque no concurre situación de necesidad específica que precise de protección y del esfuerzo 
social del resto de ciudadanos para la acumulación de ingresos que permitan atender dicha situación 
de necesidad.

Para la Sala de lo Social del Supremo, perpetuar como hasta ahora ha venido haciéndose, la 
compatibilidad supone que el beneficiario de la pensión siga percibiendo rentas del trabajo, mientras 
que la seguridad social abona dos prestaciones: una de incapacidad al propio beneficiario; y otra, de 
desempleo al trabajador que no percibía rentas de trabajo por carecer de empleo y que podría haber 
accedido a las rentas de trabajo derivadas del empleo que ocupaba el beneficiario de la prestación 
de incapacidad, lo que resulta contrario a la lógica y a la sostenibilidad del sistema de prestaciones 
públicas de protección social; y, también, al principio de solidaridad propio de la Seguridad Social, 
en la medida en que una misma persona -imposibilitada normativamente para el ejercicio de toda 
profesión u oficio- compatibiliza una pensión pública con rentas derivadas del trabajo que desarrolla.

Atendiendo al supuesto concreto, el Tribunal Supremo señala que hoy en día, las nuevas 
tecnologías informáticas y el uso de la denominada inteligencia artificial pueden permitir a personas 
con serias dificultades somáticas la realización de trabajos con la ayuda de tales instrumentos. Por 
todo ello, la solución al problema que se plantea no debe ser la compatibilidad de las rentas del trabajo 
con la prestación pública que compense la incapacidad, sino la revisión del sistema de incapacidades 
en general y, específicamente, la del beneficiario afectado en orden a potenciar sus capacidades y la 
consecución de rentas dignas derivadas de su esfuerzo y trabajo al margen de la pensión pública cuya 
finalidad era sustituir las rentas que no existían.
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Pone de relieve que sería necesario arbitrar nuevos mecanismos tendentes a la reinserción 
socio laboral de las personas con discapacidades para el trabajo, a través de programas y actividades 
destinadas al incremento de sus capacidades laborales, sin necesidad de sustituirlas con aportaciones 
prestacionales que resultan incompatibles con aquellos trabajos, incluidos en el ámbito de la seguridad 
social que permiten la obtención regular de rentas derivadas del trabajo. 

Por ello, confirma que el reconocimiento de una gran invalidez a un trabajador de la ONCE no 
es compatible con el hecho de que continúe vendiendo cupones de dicha organización precisamente 
porque la pensión es incompatible con las rentas derivadas del trabajo, ya que la función de aquella 
es sustituir la falta de estas.

Jubilación

	— STS 26/04/2024. Núm. de Recurso: 969/2023, Núm. de Resolución: 612/2024. Ponente: 
Ignacio García-Perrote Escartín 

Complemento de maternidad: Indemnización derivada de la vulneración del derecho 
fundamental a no ser discriminado como consecuencia de que el INSS los deniega tras la STJUE de 
12 de diciembre de 2019 (C-450/18) que consideró discriminatoria por razón de sexo la regulación de 
la LGSS. Se trata de una discriminación autónoma y ligada a dicha actuación de la entidad gestora. 
Procede la indemnización para compensar los perjuicios efectivamente sufridos incluidas las costas y 
honorarios de letrado. Fijación de la indemnización. Cumplimiento de la STJUE de 14 de septiembre 
de 2023 (C-113-22). Aplica doctrina de STS 977/2023, de 15 de noviembre (rcud 5547/2022).

La Sala entiende que la cantidad adecuada en orden a la compensación de los daños 
derivados de la discriminación adicional derivada de la denegación del denominado complemento de 
maternidad a los varones por parte del INSS cuando ya había sido establecido por el TJUE el carácter 
discriminatorio y contrario al derecho de la Unión de la regulación que reservaba exclusivamente dicho 
complemento a las mujeres, debe ser fijada en la cantidad de 1.800 euros. Dicha cuantía se estima que 
es la que mejor se adecúa a la exigencia de reparación del daño sufrido en los términos que se derivan 
de la reiterada sentencia del TJUE de 14 de septiembre de 2023 y de la normativa interna y doctrina 
jurisprudencial sobre la materia, debiendo, por tanto, ser aplicada por los órganos judiciales, en todos 
aquellos supuestos en los que exista controversia sobre la cuantía de la referida indemnización y, 
teniendo presente -como ocurre en el presente caso- la solicitud de la parte demandante de la aludida 
indemnización.

Muerte y supervivencia

	— STS, 4ª (Pleno), de 25-1-2024, rcud 3521/2020. Ponente: Juan Molins García-Atance. 
Votos particulares.

Recargo de prestaciones e incremento reglamentario del importe de la pensión por viudedad: 
la interpretación con perspectiva de género del artículo 164 LGSS, en relación con la feminizada 
pensión por viudedad, conlleva el incremento del recargo, con la consiguiente capitalización a cargo 
del empresario infractor responsable, como consecuencia del incremento reglamentario del importe 
de dicha pensión, pasando primero del 45% de la base reguladora al 48% de dicha base y después de 
este último porcentaje al 52% vigente con carácter ordinario.

Este último incremento normativo del importe de la pensión por viudedad, que nada tiene 
que ver con la revalorización anual en ningún caso aplicable al recargo de prestaciones, es el que 
se traslada al recargo de prestaciones en su día impuesto sobre una pensión por viudedad igual al 
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48% de la base reguladora en el año 2003, situado con fecha 1 de enero de 2004 por el Real Decreto 
1795/2003 en el 52% de la base reguladora.

El recargo de prestaciones económicas de la Seguridad Social es una institución compleja que 
contiene elementos sancionatorios, indemnizatorios y prestacionales. Debemos precisar que el recargo 
complementa una prestación de la Seguridad Social, pero tiene sustantividad propia respecto de la 
prestación, lo que afecta a la prescripción del recargo prestacional, que opera de forma independiente 
de la prescripción de la pensión que complementa [doctrina de la unicidad del daño y del accidente]. 
Por consiguiente, la responsabilidad empresarial por el recargo puede desarrollarse en diferentes 
momentos a lo largo de un prolongado lapso temporal. 

Las reformas legislativas que revisan al alza la cuantía de las pensiones de la Seguridad Social 
normalmente no afectan a las pensiones devengadas antes de su entrada en vigor, por lo que no 
afectan a los recargos prestacionales derivados de accidentes de trabajo producidos con anterioridad 
a la reforma legal. En cambio, en el caso de la pensión de viudedad, ese aumento del porcentaje de la 
base reguladora de la pensión sí que afectó a las pensiones reconocidas con anterioridad a la reforma 
legislativa.

La interpretación con perspectiva de género del art. 123 de la LGSS de 1994 (art. 164 de la 
vigente LGSS de 2015) obliga a interpretar ese precepto en el sentido de que el recargo de prestaciones 
económicas de la Seguridad Social debe incrementarse cuando una reforma legal aumenta la cuantía 
de la pensión de viudedad.

El Tribunal Supremo mantiene la aplicación del principio de unicidad del daño y del accidente 
para determinar si el recargo de prestaciones ha prescrito. Pero si el recargo no ha prescrito porque 
se instó dentro de plazo, el posterior aumento de la cuantía de la pensión de viudedad debido a la 
aprobación de una reforma legislativa conlleva el correlativo incremento de la cuantía del recargo.

La sentencia cuenta con dos votos particulares, en gran parte coincidentes entre sí. En cuanto 
al Voto particular formulado por el Magistrado Ángel Blasco Pellicer, se asienta en la indiscutible 
naturaleza sancionadora del recargo de prestaciones desde la perspectiva del sujeto obligado a su 
satisfacción, compatible con el papel que juega como indemnización punitiva que el Estado impone 
a favor de un tercero perjudicado. Estas dos perspectivas nos sitúan en el ámbito del derecho 
sancionador, como el propio Tribunal Supremo ha sostenido en la STS (Pleno) de 20 de octubre de 
2000, Rcud. 2393/1999 y en numerosas sentencias posteriores. En consecuencia, resultan aplicables 
al recargo prestacional los principios y derechos constitucionales que rigen el derecho sancionador del 
Estado recogidos especialmente en los artículos 9, 10 y 25 CE, tales como el principio de legalidad, 
el de tipicidad de la infracción y sanción, el de culpabilidad, el principio “non bis in idem”, el de 
proporcionalidad entre conducta infractora y sanción, y la interdicción de aplicación retroactiva de 
normas que impliquen incremento de sanciones firmes. Por todo ello, considera que la doctrina correcta 
estaba en la sentencia de contraste, lo que debió implicar la estimación del recurso, la casación de la 
sentencia recurrida con la consiguiente desestimación de la demanda y la absolución de la empresa 
recurrente.

El otro Voto particular es formulado por el Magistrado Antonio V. Sempere Navarro, que 
considera que el carácter prestacional del recargo conduce a que el porcentaje acordado incremente 
la pensión correspondiente en cada momento, incluyendo la derivada de innovaciones normativas. 
Sin embargo, su carácter sancionador y las garantías constitucionales impiden que la empresa vea 
revisada, años después, la cuantía que debió depositar para financiar el abono del recargo. Por lo tanto, 
la conjugación de las múltiples perspectivas que confluyen en el caso debería llevar a mantener el 
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derecho de la viuda a que el recargo (del 50%) se calcule sobre el importe de su pensión de viudedad 
tal y como ha quedado configurada tras la reforma normativa, pero debe ser el sistema de la Seguridad 
Social el que allegue en su caso con recursos adicionales necesarios para financiar ese aumento y no 
la empresa, que ya cumplió con su obligación de depositar el capital coste exigido en su momento.

	— STS, 4ª, de 20-2-2024, rcud 1698/2021. Ponente: Ángel Antonio Blasco Pellicer

Pensión de viudedad. Víctima de género. Interpretación literal de la norma reforzada con 
perspectiva de género. Si cumple todos los demás requisitos comunes de la prestación, la mujer que, 
por razón de violencia de género, estaba separada o divorciada del causante en el momento de su 
fallecimiento, sin ser acreedora de pensión compensatoria, tiene derecho a la pensión de viudedad. 
La DT 18ª LGSS-94 se limita a la regulación de la pensión de viudedad en supuestos de separación o 
divorcio anteriores al 1 de enero de 2008, para establecer en ellos, condicionamientos específicos para 
poder acceder a la prestación, aunque no hubiera pensión compensatoria.

El Tribunal Supremo estima el recurso de casación para la unificación de doctrina interpuesto 
contra la sentencia por el TSJ Madrid y resuelve el debate en suplicación en el sentido de reconocer 
la prestación de viudedad a la solicitante. Ser víctima de violencia de género es suficiente para lucrar 
la prestación de viudedad pese a no tener pensión compensatoria.

La cuestión doctrinal que se debate en este recurso consiste en dilucidar si, en aquéllos 
supuestos en los que una mujer divorciada, sin pensión compensatoria y víctima de violencia de 
género, puede acceder a la pensión de viudedad sin necesidad de cumplir los requisitos establecidos en 
la Disposición transitoria decimoctava LGSS-94 o, por el contrario, éstos requisitos son constitutivos 
y se aplican en los supuestos allí previstos aunque la solicitante haya sido víctima de violencia de 
género.

La literalidad y la finalidad de las normas aplicables es clara [art. 174.2 LGSS- 94 (introducido 
por la Disposición Adicional Tercera, apartado diez de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre), cuyo 
contenido coincide con el actual artículo 220.1 LGSS; Ley 26/2009, de 23 de diciembre, en su 
Disposición Adicional Tercera, apartado Doce, que introdujo una nueva Disposición transitoria 
decimoctava a la LGSS-94 (en la actualidad Disposición transitoria decimotercera LGSS)]. Resulta 
evidente que la norma configura, en principio, un supuesto excepcional al requisito general de la 
prestación de viudedad en los casos de separación y divorcio según el que para poder causar derecho 
a la misma resulta necesario que quien la solicite sea acreedora de una pensión compensatoria, salvo 
en el caso de que la solicitante fuese víctima de este tipo de violencia. Y, a la vista de la redacción del 
precepto, más que un supuesto excepcional es la regla general en los supuestos de violencia de género. 

Por otro lado, el art. 4 LO 3/2007 advierte que la igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres es un principio informador del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará 
y observará en la interpretación y aplicación de las normas jurídicas. Además, el art. 15 de este 
mismo cuerpo normativo dispone que el principio de igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres informará, con carácter transversal, la actuación de todos los poderes públicos. La 
interpretación con perspectiva de género conduce, reforzando en este caso la literalidad de la norma, 
a interpretar el artículo 174.2 LGSS de 1994 (actual 220. 1 LGSS de 2015) en el sentido de que, si 
cumple todos los demás requisitos comunes de la prestación, la mujer que, por razón de violencia 
de género, estaba separada o divorciada del causante en el momento de su fallecimiento, sin ser 
acreedora de pensión compensatoria, tiene derecho a la pensión de viudedad.
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Finalmente, el Alto Tribunal considera que la DT 18ª LGSS 1994 no resulta aplicable a este 
concreto supuesto ya que se trata de una norma transitoria en la que se regulan, específicamente, 
supuestos de ruptura o disolución matrimonial anteriores a una determinada fecha (el 1 de enero 
de 2008, o situadas entre esta última y el 31 de diciembre de 2009) entre los que no se encuentra el 
divorcio de la actora que se produjo el 20 de enero de 2012.

Desempleo

	— STS 04/04/2024. Núm. de Recurso: 1156/2023, Núm. de Resolución: 530/2024. Ponente: 
Ignacio García-Perrote Escartín 

Desempleo: el trabajador incluido en un ERTE Covid tiene derecho a la prestación por 
desempleo, aunque la reducción de jornada que se acordó́ fue superior al 70 por ciento. No se puede 
obligar al reintegro de prestaciones. 

Aplica doctrina del TEDH: STEDH 26 abril 2028. Caso Cakarevick c. Croacia. En primer 
lugar, tampoco aquí́ el trabajador contribuyó, en modo alguno, a la resolución mediante la que se 
reconoció́ la prestación por desempleo durante el periodo 1 de abril al 13 de mayo de 2020, realizando 
alegaciones falsas o cualquier acto contrario a la buena fe. Se debe recordar que la reducción de su 
jornada en un 75 por ciento fue fruto del acuerdo adoptado en el periodo de consultas del ERTE 
por la empresa y la representación de los trabajadores, sin que, por lo demás, tampoco este acuerdo 
colectivo realizara alegaciones falsas que llevaran a error al SPEE; por el contrario, se comunicó́ 
abierta y transparentemente a la autoridad laboral que la reducción de jornada era del 75 por ciento. En 
segundo lugar, también aquí́ la prestación de desempleo satisface necesidades básicas de subsistencia. 
Igualmente se puede afirmar que la cantidad recibida es relativamente modesta y que tampoco se 
ha considerado la situación del trabajador, especialmente en el difícil contexto de la pandemia de la 
Covid 19. Finalmente, también en el presente supuesto el error en el reconocimiento indebido de la 
prestación de desempleo es imputable únicamente al SPEE y, sin embargo, se requirió́ al trabajador la 
devolución íntegra de lo percibido, de manera que el SPPE evitó cualquier consecuencia de su propio 
error, y toda la carga recayó́ únicamente en el interesado. En efecto, como ya hemos recordado, la 
resolución inicial del SEPE, lejos de denegar la prestación de desempleo, reconocerla solo hasta el 
70 por ciento de reducción de jornada o advertir que solo se podía admitir si la reducción de jornada 
no superaba ese 70 por ciento, reconoció al trabajador la prestación por desempleo a pesar de que 
su reducción de la jornada superaba el máximo del 70 por ciento. Y, en este contexto, no parece 
razonable que toda la carga del error recaiga únicamente sobre el trabajador.

Prestaciones familiares

	— STJUE 25-04-2024, C-36/23 L y Familienkasse Sachsen der Bundesagentur für Arbeit,

«Procedimiento prejudicial — Seguridad social — Reglamento (CE) n.º 883/2004 — 
Prestaciones familiares — Artículo 68 — Normas de prioridad en caso de acumulación de prestaciones 
— Obligación de la institución del Estado miembro que es competente con carácter subsidiario de 
trasladar la solicitud de prestaciones familiares a la institución del Estado miembro que es competente 
con carácter prioritario — Inexistencia de una solicitud de prestaciones familiares en el Estado 
miembro de residencia del hijo — Recuperación parcial de las prestaciones familiares abonadas en el 
Estado miembro de la actividad por cuenta ajena de uno de los padres»
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	— STJUE 16/05/2024, asunto C 27/23.

Procedimiento prejudicial — Artículo 45 TFUE — Libre circulación de los trabajadores — 
Igualdad de trato — Ventajas sociales — Reglamento (UE) n.º 492/2011 — Artículo 7, apartado 2 
— Subsidio familiar — Trabajador que tiene atribuida la custodia de un menor acogido en su hogar 
en virtud de una resolución judicial — Trabajador residente y trabajador no residente — Diferencia 
de trato — Inexistencia de justificación»

En el asunto C 27/23 [Hocinx], que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial 
planteada, con arreglo al artículo 267 TFUE, por la Cour de cassation (Tribunal de Casación, 
Luxemburgo), mediante resolución de 19 de enero de 2023, recibida en el Tribunal de Justicia el 23 
de enero de 2023, en el procedimiento entre FV y Caisse pour l’avenir des enfants, el Tribunal de 
Justicia (Sala Tercera) declara:

El artículo 45 TFUE y el artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) n.º 492/2011 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los 
trabajadores dentro de la Unión, deben interpretarse en el sentido de que se oponen a la legislación de 
un Estado miembro en virtud de la cual un trabajador no residente no puede percibir una prestación 
familiar vinculada al ejercicio, por su parte, de una actividad por cuenta ajena en dicho Estado 
miembro por un menor acogido en su hogar en virtud de una resolución judicial y cuya custodia tiene 
atribuida, mientras que un menor que haya sido objeto de un acogimiento judicial y que resida en ese 
Estado miembro tiene derecho a percibir dicha prestación, que se abona a la persona física o jurídica 
encargada de la custodia de ese menor. La circunstancia de que el trabajador no residente se haga 
cargo de la manutención del menor acogido solo puede tenerse en cuenta en el marco de la concesión 
de una prestación familiar a ese trabajador por un menor acogido en su hogar si la legislación nacional 
aplicable establece tal requisito para la concesión de dicha prestación a un trabajador residente que 
tenga atribuida la custodia de un menor acogido en su hogar.

Dependencia

	— STS 548/2024, de 04-04-2024. Ponente: José Luis Requero Ibáñez.

El Tribunal Supremo dictamina que los herederos de una persona dependiente que muere sin 
que se apruebe el Programa Individual de Atención (PIA) pueden pedir que concluya el expediente de 
dicho programa para percibir la devolución de los gastos adelantados (en este caso, los gastos de una 
residencia privada por importe de 2.150 euros mensuales)

Aspectos procesales

	— STS 02/04/2024. Núm. de Recurso: 24/2023, Núm. de Resolución: 520/2024. Ponente: 
Antonio Vicente Sempere Navarro 

Revisión de sentencias firmes: Estimación. Ejecución STEDH de 19 de enero de 2023, Caso 
Domènech Arandilla c. España. 

El origen mediato de la demanda de revisión se encuentra en el Auto dictado en fecha 30 de 
noviembre de 2016, por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo, inadmitiendo a trámite el recurso de 
casación unificadora (474/2016), seguido a instancia de la demandante frente a la STSJ Cataluña 
6872/2016 de 20 noviembre. El fallecimiento de la pareja de la demandante se produjo antes de la STC 
40/2014, pero se le denegó́ la pensión como consecuencia de su declaración de inconstitucionalidad 
respecto de la regulación autonómica de las parejas de hecho. En este caso concurre el presupuesto 
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legal de la revisión: se ha aportado la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 19 
de enero de 2023 que expresamente declara que ha habido una violación del artículo 1 del Protocolo 
número 1 del Convenio. De acuerdo con todo lo anterior, y tal como apunta la propia STEDH, existe 
la causa de revisión que se invoca en la demanda, porque las resoluciones impugnadas han sido 
dictadas en violación de derechos del artículo 1 del Protocolo no 1 de la Convención. Al tratarse de la 
denegación del percibo de la pensión de viudedad, no cabe duda de que la naturaleza y gravedad de la 
violación entraña efectos que persisten y no pueden cesar de ningún otro modo que no sea mediante 
la revisión de las resoluciones dictadas. 

Alcance de la estimación: La demandante solo ha solicitado la revisión del Auto de 30 de 
noviembre de 2016, que inadmitió́ a trámite el recurso de casación unificadora por falta de contenido 
casacional (Fundamentos Primero.5 y Tercero.4). Ahora bien, eso no significa que nuestra decisión 
deba limitarse necesariamente a la censura de tal resolución. El artículo 218.1 LEC dispone que el 
tribunal, sin apartarse de la causa de pedir acudiendo a fundamentos de hecho o de Derecho distintos 
de los que las partes hayan querido hacer valer, resolverá́ conforme a las normas aplicables al caso, 
aunque no hayan sido acertadamente citadas o alegadas por los litigantes. Y es que el pronunciamiento 
de inadmisión que hicimos en aquel Auto no entraba en el fondo de la cuestión suscitada por razones 
de índole procesal. De manera significativa, su propia parte dispositiva omite la confirmación de la 
sentencia de suplicación y se limita a constatar la imposibilidad de recurrirla (“Se declara la firmeza 
de la sentencia recurrida”). 

La propia contestación a la demanda del INSS así́ lo admite, de manera leal, entendiendo 
que ha de considerarse tácitamente pedida la revisión de la sentencia de suplicación pues en ella 
es donde se acoge la interpretación que el Tribunal Europeo ha censurado. En el mismo sentido se 
ha manifestado el Informe de Fiscalía, poniendo de relieve la realidad del curso procesal del inicial 
“petitum” sostenido ante el Juzgado de lo Social, de manera que la actora al ver cegadas las vías de 
recurso ante la jurisdicción española, suscita sin solución de continuidad, una demanda ante el TEDH 
que finalmente le resulta favorable. 

Por lo tanto, la estimación (en parte) de la demanda ha de comportar la anulación tanto del 
Auto por ella combatido cuanto de la sentencia cuya firmeza declaró.

3.  NOVEDADES BIBLIOGRÁFICAS

RELACIÓN LABORAL

Llompart Bennàssar, M.: Falta de adaptación a cambios tecnológicos como causa de despido, Tirant 
lo Blanch, Valencia, 2024, 105 páginas.

Lousada Arochena: El contrato fijo discontinuo tras la reforma laboral, Bomarzo, 2024

Moreno Gené, J.: Las modalidades de contratación laboral del profesorado y del personal investigador 
en las universidades públicas. Atelier, 2024, 234 páginas.

Muros Polo, A.: El despido colectivo en un contexto de transformación permanente. Laborum, 2024, 
650 páginas.

Ortega Lozano, P.G.: El despido colectivo, 1º ed., 2024, 500 págs.
DERECHO COLECTIVO

Cairós Barreto, Mª. D., Estevez González, C.: Estudios sobre negociación colectiva y diálogo 
social, Bomarzo, 2024.



253

Crónica Legislativa, Doctrina Judicial y Noticias Bibliográficas

Monereo Pérez, J.L.: La negociación colectiva en España: un modelo de negociación colectiva para 
el siglo veintiuno. Atelier, 2024, 380 páginas

PROTECCIÓN SOCIAL

Ortiz González Conde, F.M.: La jubilación por razón de actividad y discapacidad. Laborum, 2024, 
292 páginas.

Rodríguez Iniesta, G. y Trillo García, A. R.: La cotización de los trabajadores por cuenta propia o 
autónomos (Régimen jurídico tras las reformas de 2022-2024) Laborum, 2024, 199 páginas

Arufe Varela, A.: La asistencia social en Alemania. Un comentario del Libro XII del Código alemán 
de Seguridad Social, con su traducción íntegra al español. Atelier, 2024, 308 páginas.

Vicente Palacio, A.: La asistencia sanitaria transfronteriza. Atelier, 2023, 192 páginas.
PREVENCIÓN DE RIESGOS LABORALES

Macías García, M. C.: El impacto de la robótica y la Inteligencia Artificial en la Seguridad y Salud 
de las personas trabajadoras. Laborum, 2024, 146 páginas.

Monereo Pérez, J.L.: Planificación y gestión integral de los riesgos profesionales en la sociedad de 
la incertidumbre y de la transición digital. Laborum, 2024, 175 páginas.

Abadell-Bosch, M.: Teletrabajo y seguridad y salud en el trabajo, Ed. Dykinson, 2024
EMPLEO

Fernández Ramírez, M.: Igualdad de trato integral para el empleo. Coordenadas normativas, 
jurisprudenciales y de política sociolaboral. Laborum, 2024, 192 páginas.

EXTRANJERÍA

Martínez Mateo, C.J.: Perspectiva jurídico laboral crítica ante el desarrollo actual y previsto de la 
Ley de extranjería. Atelier, 2024, 280 páginas.

PROCESAL LABORAL

Bellido Aspas, M., Lousada Arochena, J. F., Rodríguez Martín-Retortillo, R. M., Ron Latas, R. P.: 
Sistema de Derecho Procesal Laboral – 3ª edición, Laborum, 2024, 516 páginas

OBRAS GENERALES Y OTRAS

Aragüez Valenzuela, L.: Hacia la eticidad algorítmica en las relaciones laborales. Laborum, 2024, 
192 páginas.

Blasco Jover, C.: Trabajo y digitalización: avances y retos para el diálogo social y la negociación 
colectiva, Tecnos, 2024.

Collado García, L., Romero Ródenas, M.J. y Trillo Párraga, F.J. El salario y la cotización a la 
Seguridad Social, Bomarzo, 2024.

Fabregat Monfort, G. (Dir.): GPS Laboral. Guía Profesional 10ª Edición, Tirant lo blanch, 2024.

Gómez Sánchez, V., Ruesga Benito, S. M.: La pandemia y el trabajo. Reflexiones sobre el mercado 
laboral español antes, durante y después de la pandemia, Ed. Tirant lo Blanch, 2024.

González Del Rey Rodríguez, I., Menéndez Sebastián, P.: El trabajo en el mercado no productivo y 
en otros ámbitos de interés social, KRK Ed. 2024.



Revista de Derecho de la Seguridad Social. Laborum	 nº 39

254

López Insua, B.M., Ortega Lozano, P.G., Guindo Morales, S. (Dirs.): Seguridad social y tecnologías 
con perspectiva de género. Prácticas y experiencias en el proceso de enseñanzas y aprendizaje. 
Comares, 2023, 260 páginas

López Insua, B.M.: La garantía de los derechos sociales fundamentales en la era digital. Comares, 
2023, 188 páginas.

Martínez San Millán, C.: La integración normativa de los Derechos Laborales Fundamentales en 
los sistemas comerciales internacionales, Ed. Tirant lo Blanch, 2024.

Monereo Pérez, J.L. y Perán Quesada, S. (Dirs.): Las nuevas formas de trabajo. Retos y oportunidades 
para la laboralización de las prestaciones profesionales. Ruiz Santamaría, J.L. y Muros Polo, 
A. (Coors.), Comares, Abril 2024, 544 páginas

Montes Adalid, G.M.: La respuesta del Derecho Social a los desafíos del siglo XXI desde una 
perspectiva comparada (España e Italia). Empleo, envejecimiento y despoblación en la era 
digital. Atelier, 2024, 468 páginas.

Ordóñez Casado, M. I.: La discapacidad desde la perspectiva jurídica, su nueva forma de baremación 
y su implicación en el ámbito laboral, Laborum 2024, 144 páginas.

Ortega Lozano, P.G., Guindo Morales, S.: Las relaciones sociolaborales en la era de la transición 
digital. Inteligencia Artificial (IA), algoritmos, robótica, automatización, Big Data, compliance 
y tecnologías avanzadas, Comares, 2024.

Rey Guanter, S. Del: Whistleblowing en el entorno laboral, de la función pública y del trabajo 
autónomo, La Ley, 2024.

Roqueta Buj, M.: Igualdad entre mujeres y hombres en las empresas y administraciones públicas, 
Tiran lo blanch, 2024

San Cristóbal Villanueva, JM.: Comentario del Estatuto de los Trabajadores. Comentado, Lefebvre, 
2024


	_Hlk167919534

